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Debate
Roles

Primer ministro: 
• Enunciar la moción. 
• Definir términos. 
• Concretar statu quo. 
• Enunciar los argumentos que la sustentan como 

única o mejor solución al problema definido. 
• Empezar a argumentar si se puede.

Líder de la oposición: 
• Aceptar o negar los términos de la moción, el statu 

quo y/o el problema. 
• Concretar los argumentos. 
• Evaluar los mejores modos y soluciones del 

problema. 
• Definir por qué los prejuicios superan a los 

beneficios.

Viceprimer ministro: 
• Refutar a la oposición. 
• Construir la argumentación del gobierno.

Vicelíder de la oposición: 
• Refutar al gobierno. 
• Construir la argumentación dela oposición.

Miembro extensionista de gobierno: 
• Refutar a la oposición 
• Recapitular lo dicho por el gobierno 
• Nueva argumentación 
• Intentar que prevalezcan sus propios argumentos.

Miembro extensionista de la oposición: 
• Refutar a la oposición 
• Recapitular lo dicho por el gobierno 
• Nueva argumentación 
• Intentar que prevalezcan sus propios argumentos.

Látigo cierre de gobierno: 
• Refutar a la oposición 
• Concluir argumentos de su cámara baja 
• Evaluar los puntos de choque del debate

Látigo cierre de oposición: 
• Refutar a la oposición 
• Concluir argumentos de su cámara baja 
• Evaluar los puntos de choque del debate



Datos generales
• Formato de rol: Se reproduce un parlamento de una nación 
• Ubicación: Actualidad de un país indeterminado (lo que quiere decir: NO ESTAMOS EN ESPAÑA) 
• 4 equipos, cada uno de 2 miembros 
• 2 bancadas: gobierno y posición 
• Los dos equipos que hablan primero (uno de gobierno y otro de oposición) se configuran como Cámara Alta; los 

otros dos como Cámara Baja 
• 8 oradores, cada uno con 7 minutos de turno de palabra (más a delante trataremos en más profundidad el tema 

del tiempo y cómo puntúa).

• Se debate sobre una propuesta o moción 

• Puede ser

Valorativa

Legal “Esta casa de gobierno penalizaría el 
consumo de tabaco en todas sus formas”

“Esta casa de gobierno lamenta la 
conquista española de América”

!  Plan de gobierno

✅  Plan de gobierno

Turnos de palabra: 

• Primer ministro (equipo 1) 
• Líder de la oposición (equipo 2) 
• Vice primer ministro (equipo 1) 
• Vicelíder de la oposición (equipo 2) 

• Miembro extensionista de gobierno (equipo 3) 
• Miembro extensionista de oposición (equipo 4) 
• Látigo cierre gobierno (equipo 3) 
• Látigo cierre oposición (equipo 4)

Cámaras Altas

Cámaras Bajas

Gobierno

Oposición

• Los debates tienen un tiempo limitado de preparación 
• No se podrán emplear medios informáticos ni acceso a internet durante la preparación 
• No es un debate de evidencias, sino de argumentación 
• En todos los turnos de palabra de la bancada contraria se pueden realizar preguntas, guardando el primer y último 

minuto de cada intervención 
• El turno de interpretación se pedirá de pie, enunciando peticiones como “punto de información”, “sobre ese punto”, 

“punto de aclaración” o similares con la mano en señal de petición.



• Los oradores en uso de la palabra concederán los puntos de información que estimen oportunos, considerándose 
suficientes 2 concesiones 

• Todos los miembros de una bancada podrán pedir, si lo desean, a la vez un punto de información 
• Cuando un orador tiene una respuesta brillante o expone un argumento fuerte, los miembros de su bancada pueden 

expresar su anuencia con discretos golpes en la mesa para reforzar y aplaudir lo dicho. 
• Cuando un orador expone una idea peligrosa o excesivamente manipulada, los miembros de la bancada contraria 

podrán expresar su rechazo con expresiones como “shame ” (vergüenza)

La teoría de los espermatozoides y el óvulo 
La estrategia del debate es que queden vivos y con contundencia los argumentos de cada equipo, 
independientemente de la bancada. Cada equipo compite con los otros tres, aun compartiendo 
posición con respecto a la moción.

• Todas las mociones tendrán infoslike (información previa. Se debe tomar como la Biblia) (si en la infoslike se dice que 
el agua hierve a 1º, hierve a un grado) La infoslike puede ser o definiciones o statu quo, en el caso del statu quo, el 
primer ministro no debe dar statu quo. 

• El látigo no podrá argumentar NADA, podrá dar algún ejemplo que no dure más de 1 minuto y podrá refutar los 
puntos de información, esto no es argumentar, si no que reconstruir, si el ejemplo fuera de más de un minuto, sí sería 
argumentar y podría ser penalizado. 

• El tiempo y sus restricciones: Como es sabido, son 7 minutos por orador, que se podrán extender a 7:15, sólo se 
penalizará a la alta, por lo tanto, si te quedas corto de tiempo, no penalizará. 

• El máximo por punto de información son 15 segundos 
• Lo más penalizado serán casos de incivismo, por eso hay que hacer un fairplay y ser políticamente correctos 
• Se debe contestar 1 punto de información obligatorio y se recomienda que se contesten 2 
• Con respecto a las falacias, se insiste encarecidamente en denunciarlas, no dejar nada sin refutar, si no se refutan, 

cuelan y regalas a tus oponentes una manera de ganar. 
• Los acuchillamientos no existirán



Técnicas de debate

Comparativas (Látigo)

1 VS 2 
1 VS 3 
2 VS 3 
1 VS 4 
2 VS 4 
3 VS 4

Oposición:
1 VS 3 
1 VS 4 
2 VS 4 
1 VS 3 
2 VS 3 
4 VS 3

Gobierno: AG AO

BOBG

1 2
3 4

• Intentar de enemigo a amigo cronológicamente 
• Cosas para decir sobre uno u otro: 

• _ tiene mejores nexos que _ 
• _ ahonda mejor que _ en el sentimiento de la 

moción 
• _ ha tenido mejores argumentos que _ porque… 
• Me gustaría contrastar la razón que mi 

extensionista ha tenido al responder el punto de 
información/aclaración de _ 

• El látigo será premiado por emplearlo

1. Analizar la moción a fondo (cosas que no se hayan dicho o terminado de analizar) 
2. Matizar 
3. Hacer argumentos nuevos (poco premiada)

3 modos de extender (extensionista)

‘banzai’. Es una de las técnicas favoritas de los grupos en la oposición. Plantean preguntas breves, sin argumentación, 
a veces hasta obvias para facilitar que el rival se cebe en la respuesta. Si tienes suerte, tu rival agotará gran parte de su 
tiempo destrozándote por hacer una pregunta nimia. La ventaja: tú dispondrás de todo tu tiempo para la réplica y 
evidenciar que lo más probable es que no te haya contestado, sino que se haya dedicado a mofarse, momento adecuado 
para lanzar tu argumentación final y devolver el golpe. Arriesgado, pero efectista si sabes hacerlo.

Pasos para hacer un buen argumento
1. Describir las cosas 
2. Preguntarnos por qué las cosas son así  
3. Tratar de explicarlas  
4. Sacar causas (argumento causal) (Llamamos argumento causal a aquél que explica determinado fenómeno como 

efecto o resultado de la existencia de otro fenómeno que, de forma suficiente y necesaria, regular y significativa, lo 
causa o condiciona. Decimos entonces que ambos fenómenos están correlacionados como causa-efecto.) 

5. Si es posible, consecuencias
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LEY DE PROTECCION INTEGRAL A LAS MUJERES 

Ley 26.485 

Ley de protección integral para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las 

mujeres en los ámbitos en que desarrollen sus relaciones interpersonales 

Sancionada: Marzo 11 de 2009. 

Promulgada de Hecho: Abril 1 de 2009. 

El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en Congreso, etc. 
sancionan con fuerza de Ley: 

LEY DE PROTECCION INTEGRAL PARA PREVENIR, SANCIONAR Y ERRADICAR LA VIOLENCIA 
CONTRA LAS MUJERES EN LOS AMBITOS EN QUE DESARROLLEN SUS RELACIONES 

INTERPERSONALES 

TITULO I 

DISPOSICIONES GENERALES 

ARTICULO 1º — Ambito de aplicación. Orden Público. Las disposiciones de la presente ley 
son de orden público y de aplicación en todo el territorio de la República, con excepción de las 
disposiciones de carácter procesal establecidas en el Capítulo II del Título III de la presente. 

ARTICULO 2º — Objeto. La presente ley tiene por objeto promover y garantizar: 

a) La eliminación de la discriminación entre mujeres y varones en todos los órdenes de la 
vida; 

b) El derecho de las mujeres a vivir una vida sin violencia; 

c) Las condiciones aptas para sensibilizar y prevenir, sancionar y erradicar la discriminación y 
la violencia contra las mujeres en cualquiera de sus manifestaciones y ámbitos; 

d) El desarrollo de políticas públicas de carácter interinstitucional sobre violencia contra las 
mujeres; 1947) 

e) La remoción de patrones socioculturales que promueven y sostienen la desigualdad de 
género y las relaciones de poder sobre las mujeres; 

f) El acceso a la justicia de las mujeres que padecen violencia; 

g) La asistencia integral a las mujeres que padecen violencia en las áreas estatales y privadas 
que realicen actividades programáticas destinadas a las mujeres y/o en los servicios 
especializados de violencia. 

ARTICULO 3º — Derechos Protegidos. Esta ley garantiza todos los derechos reconocidos por 
la Convención para la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, la 
Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, 
la Convención sobre los Derechos de los Niños y la Ley 26.061 de Protección Integral de los 
derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes y, en especial, los referidos a: 



a) Una vida sin violencia y sin discriminaciones; 

b) La salud, la educación y la seguridad personal; 

c) La integridad física, psicológica, sexual, económica o patrimonial; 

d) Que se respete su dignidad; 

e) Decidir sobre la vida reproductiva, número de embarazos y cuándo tenerlos, de 
conformidad con la Ley 25.673 de Creación del Programa Nacional de Salud Sexual y 
Procreación Responsable; 

f) La intimidad, la libertad de creencias y de pensamiento; 

g) Recibir información y asesoramiento adecuado; 

h) Gozar de medidas integrales de asistencia, protección y seguridad; 

i) Gozar de acceso gratuito a la justicia en casos comprendidos en el ámbito de aplicación de 
la presente ley; 

j) La igualdad real de derechos, oportunidades y de trato entre varones y mujeres; 

k) Un trato respetuoso de las mujeres que padecen violencia, evitando toda conducta, acto u 
omisión que produzca revictimización. 

ARTICULO 4º — Definición. Se entiende por violencia contra las mujeres toda conducta, 
acción u omisión, que de manera directa o indirecta, tanto en el ámbito público como en el 
privado, basada en una relación desigual de poder, afecte su vida, libertad, dignidad, 
integridad física, psicológica, sexual, económica o patrimonial, como así también su seguridad 
personal. Quedan comprendidas las perpetradas desde el Estado o por sus agentes. 

Se considera violencia indirecta, a los efectos de la presente ley, toda conducta, acción 
omisión, disposición, criterio o práctica discriminatoria que ponga a la mujer en desventaja 
con respecto al varón. 

ARTICULO 5º — Tipos. Quedan especialmente comprendidos en la definición del artículo 
precedente, los siguientes tipos de violencia contra la mujer: 

1.- Física: La que se emplea contra el cuerpo de la mujer produciendo dolor, daño o riesgo de 
producirlo y cualquier otra forma de maltrato agresión que afecte su integridad física. 

2.- Psicológica: La que causa daño emocional y disminución de la autoestima o perjudica y 
perturba el pleno desarrollo personal o que busca degradar o controlar sus acciones, 
comportamientos, creencias y decisiones, mediante amenaza, acoso, hostigamiento, 
restricción, humillación, deshonra, descrédito, manipulación aislamiento. Incluye también la 
culpabilización, vigilancia constante, exigencia de obediencia sumisión, coerción verbal, 
persecución, insulto, indiferencia, abandono, celos excesivos, chantaje, ridiculización, 
explotación y limitación del derecho de circulación o cualquier otro medio que cause perjuicio a 
su salud psicológica y a la autodeterminación. 

3.- Sexual: Cualquier acción que implique la vulneración en todas sus formas, con o sin acceso 
genital, del derecho de la mujer de decidir voluntariamente acerca de su vida sexual o 
reproductiva a través de amenazas, coerción, uso de la fuerza o intimidación, incluyendo la 



violación dentro del matrimonio o de otras relaciones vinculares o de parentesco, exista o no 
convivencia, así como la prostitución forzada, explotación, esclavitud, acoso, abuso sexual y 
trata de mujeres. 

4.- Económica y patrimonial: La que se dirige a ocasionar un menoscabo en los recursos 
económicos o patrimoniales de la mujer, a través de: 

a) La perturbación de la posesión, tenencia o propiedad de sus bienes; 

b) La pérdida, sustracción, destrucción, retención o distracción indebida de objetos, 
instrumentos de trabajo, documentos personales, bienes, valores y derechos patrimoniales; 

c) La limitación de los recursos económicos destinados a satisfacer sus necesidades o privación 
de los medios indispensables para vivir una vida digna; 

d) La limitación o control de sus ingresos, así como la percepción de un salario menor por 
igual tarea, dentro de un mismo lugar de trabajo. 

5.- Simbólica: La que a través de patrones estereotipados, mensajes, valores, íconos o signos 
transmita y reproduzca dominación, desigualdad y discriminación en las relaciones sociales, 
naturalizando la subordinación de la mujer en la sociedad. 

ARTICULO 6º — Modalidades. A los efectos de esta ley se entiende por modalidades las 
formas en que se manifiestan los distintos tipos de violencia contra las mujeres en los 
diferentes ámbitos, quedando especialmente comprendidas las siguientes: 

a) Violencia doméstica contra las mujeres: aquella ejercida contra las mujeres por un 
integrante del grupo familiar, independientemente del espacio físico donde ésta ocurra, que 
dañe la dignidad, el bienestar, la integridad física, psicológica, sexual, económica o 
patrimonial, la libertad, comprendiendo la libertad reproductiva y el derecho al pleno 
desarrollo de las mujeres. Se entiende por grupo familiar el originado en el parentesco sea por 
consanguinidad o por afinidad, el matrimonio, las uniones de hecho y las parejas o noviazgos. 
Incluye las relaciones vigentes o finalizadas, no siendo requisito la convivencia; 

b) Violencia institucional contra las mujeres: aquella realizada por las/los funcionarias/os, 
profesionales, personal y agentes pertenecientes a cualquier órgano, ente o institución 
pública, que tenga como fin retardar, obstaculizar o impedir que las mujeres tengan acceso a 
las políticas públicas y ejerzan los derechos previstos en esta ley. Quedan comprendidas, 
además, las que se ejercen en los partidos políticos, sindicatos, organizaciones empresariales, 
deportivas y de la sociedad civil; 

c) Violencia laboral contra las mujeres: aquella que discrimina a las mujeres en los ámbitos de 
trabajo públicos o privados y que obstaculiza su acceso al empleo, contratación, ascenso, 
estabilidad o permanencia en el mismo, exigiendo requisitos sobre estado civil, maternidad, 
edad, apariencia física o la realización de test de embarazo. Constituye también violencia 
contra las mujeres en el ámbito laboral quebrantar el derecho de igual remuneración por igual 
tarea o función. Asimismo, incluye el hostigamiento psicológico en forma sistemática sobre 
una determinada trabajadora con el fin de lograr su exclusión laboral; 

d) Violencia contra la libertad reproductiva: aquella que vulnere el derecho de las mujeres a 
decidir libre y responsablemente el número de embarazos o el intervalo entre los nacimientos, 
de conformidad con la Ley 25.673 de Creación del Programa Nacional de Salud Sexual y 
Procreación Responsable; 



e) Violencia obstétrica: aquella que ejerce el personal de salud sobre el cuerpo y los procesos 
reproductivos de las mujeres, expresada en un trato deshumanizado, un abuso de 
medicalización y patologización de los procesos naturales, de conformidad con la Ley 25.929. 

f) Violencia mediática contra las mujeres: aquella publicación o difusión de mensajes e 
imágenes estereotipados a través de cualquier medio masivo de comunicación, que de manera 
directa o indirecta promueva la explotación de mujeres o sus imágenes, injurie, difame, 
discrimine, deshonre, humille o atente contra la dignidad de las mujeres, como así también la 
utilización de mujeres, adolescentes y niñas en mensajes e imágenes pornográficas, 
legitimando la desigualdad de trato o construya patrones socioculturales reproductores de la 
desigualdad o generadores de violencia contra las mujeres. 

TITULO II 

POLITICAS PUBLICAS 

CAPITULO I 

PRECEPTOS RECTORES 

ARTICULO 7º — Preceptos rectores. Los tres poderes del Estado, sean del ámbito nacional o 
provincial, adoptarán las medidas necesarias y ratificarán en cada una de sus actuaciones el 
respeto irrestricto del derecho constitucional a la igualdad entre mujeres y varones. Para el 
cumplimiento de los fines de la presente ley deberán garantizar los siguientes preceptos 
rectores: 

a) La eliminación de la discriminación y las desiguales relaciones de poder sobre las mujeres; 

b) La adopción de medidas tendientes a sensibilizar a la sociedad, promoviendo valores de 
igualdad y deslegitimación de la violencia contra las mujeres; 

c) La asistencia en forma integral y oportuna de las mujeres que padecen cualquier tipo de 
violencia, asegurándoles el acceso gratuito, rápido, transparente y eficaz en servicios creados 
a tal fin, así como promover la sanción y reeducación de quienes ejercen violencia; 

d) La adopción del principio de transversalidad estará presente en todas las medidas así como 
en la ejecución de las disposiciones normativas, articulando interinstitucionalmente y 
coordinando recursos presupuestarios; 

e) El incentivo a la cooperación y participación de la sociedad civil, comprometiendo a 
entidades privadas y actores públicos no estatales; 

f) El respeto del derecho a la confidencialidad y a la intimidad, prohibiéndose la reproducción 
para uso particular o difusión pública de la información relacionada con situaciones de 
violencia contra la mujer, sin autorización de quien la padece; 

g) La garantía de la existencia y disponibilidad de recursos económicos que permitan el 
cumplimiento de los objetivos de la presente ley; 

h) Todas las acciones conducentes a efectivizar los principios y derechos reconocidos por la 
Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra las 
Mujeres. 

CAPITULO II 



ORGANISMO COMPETENTE 

ARTICULO 8º — Organismo competente. El Consejo Nacional de la Mujer será el organismo 
rector encargado del diseño de las políticas públicas para efectivizar las disposiciones de la 
presente ley. 

ARTICULO 9º — Facultades. El Consejo Nacional de la Mujer, para garantizar el logro de los 
objetivos de la presente ley, deberá: 

a) Elaborar, implementar y monitorear un Plan Nacional de Acción para la Prevención, 
Asistencia y Erradicación de la Violencia contra las Mujeres; 

b) Articular y coordinar las acciones para el cumplimiento de la presente ley, con las distintas 
áreas involucradas a nivel nacional, provincial y municipal, y con los ámbitos universitarios, 
sindicales, empresariales, religiosos, las organizaciones de defensa de los derechos de las 
mujeres y otras de la sociedad civil con competencia en la materia; 

c) Convocar y constituir un Consejo Consultivo ad honórem, integrado por representantes de 
las organizaciones de la sociedad civil y del ámbito académico especializadas, que tendrá por 
función asesorar y recomendar sobre los cursos de acción y estrategias adecuadas para 
enfrentar el fenómeno de la violencia; 

d) Promover en las distintas jurisdicciones la creación de servicios de asistencia integral y 
gratuita para las mujeres que padecen violencia; 

e) Garantizar modelos de abordaje tendientes a empoderar a las mujeres que padecen 
violencia que respeten la naturaleza social, política y cultural de la problemática, no 
admitiendo modelos que contemplen formas de mediación o negociación; 

f) Generar los estándares mínimos de detección precoz y de abordaje de las situaciones de 
violencia; 

g) Desarrollar programas de asistencia técnica para las distintas jurisdicciones destinados a la 
prevención, detección precoz, asistencia temprana, reeducación, derivación interinstitucional y 
a la elaboración de protocolos para los distintos niveles de atención; 

h) Brindar capacitación permanente, formación y entrenamiento en la temática a los 
funcionarios públicos en el ámbito de la Justicia, las fuerzas policiales y de seguridad, y las 
Fuerzas Armadas, las que se impartirán de manera integral y específica según cada área de 
actuación, a partir de un módulo básico respetando los principios consagrados en esta ley; 

i) Coordinar con los ámbitos legislativos la formación especializada, en materia de violencia 
contra las mujeres e implementación de los principios y derechos reconocidos por la 
Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra las 
Mujeres destinada a legisladores/as y asesores/as; 

j) Impulsar a través de los colegios y asociaciones de profesionales la capacitación del 
personal de los servicios que, en razón de sus actividades, puedan llegar a intervenir en casos 
de violencia contra las mujeres; 

k) Diseñar e implementar Registros de situaciones de violencia contra las mujeres de manera 
interjurisdiccional e interinstitucional, en los que se establezcan los indicadores básicos 
aprobados por todos los Ministerios y Secretarías competentes, independientemente de los 
que determine cada área a los fines específicos, y acordados en el marco de los Consejos 
Federales con competencia en la materia; 



l) Desarrollar, promover y coordinar con las distintas jurisdicciones los criterios para la 
selección de datos, modalidad de registro e indicadores básicos desagregados —como 
mínimo— por edad, sexo, estado civil y profesión u ocupación de las partes, vínculo entre la 
mujer que padece violencia y el hombre que la ejerce, naturaleza de los hechos, medidas 
adoptadas y sus resultados, y sanciones impuestas a la persona violenta. Se deberá asegurar 
la reserva en relación con la identidad de las mujeres que padecen violencias; 

m) Coordinar con el Poder Judicial los criterios para la selección de datos, modalidad de 
Registro e indicadores que lo integren que obren en ambos poderes, independientemente de 
los que defina cada uno a los fines que le son propios; 

n) Analizar y difundir periódicamente los datos estadísticos y resultados de las investigaciones 
a fin de monitorear y adecuar las políticas públicas a través del Observatorio de la Violencia 
Contra las Mujeres; 

ñ) Diseñar y publicar una Guía de Servicios en coordinación y actualización permanente con 
las distintas jurisdicciones, que brinde información sobre los programas y los servicios de 
asistencia directa; 

o) Implementar una línea telefónica gratuita y accesible en forma articulada con las provincias 
a través de organismos gubernamentales pertinentes, destinada a dar contención, información 
y brindar asesoramiento sobre recursos existentes en materia de prevención de la violencia 
contra las mujeres y asistencia a quienes la padecen; 

p) Establecer y mantener un Registro de las organizaciones no gubernamentales 
especializadas en la materia en coordinación con las jurisdicciones y celebrar convenios para el 
desarrollo de actividades preventivas, de control y ejecución de medidas de asistencia a las 
mujeres que padecen violencia y la rehabilitación de los hombres que la ejercen; 

q) Promover campañas de sensibilización y concientización sobre la violencia contra las 
mujeres informando sobre los derechos, recursos y servicios que el Estado garantiza e 
instalando la condena social a toda forma de violencia contra las mujeres. Publicar materiales 
de difusión para apoyar las acciones de las distintas áreas; 

r) Celebrar convenios con organismos públicos y/o instituciones privadas para toda acción 
conducente al cumplimiento de los alcances y objetivos de la presente ley; 

s) Convocar y poner en funciones al Consejo, Consultivo de organizaciones de la sociedad civil 
y redactar su reglamento de funcionamiento interno; 

t) Promover en el ámbito comunitario el trabajo en red, con el fin de desarrollar modelos de 
atención y prevención interinstitucional e intersectorial, que unifiquen y coordinen los 
esfuerzos de las instituciones públicas y privadas; 

u) Garantizar el acceso a los servicios de atención específica para mujeres privadas de 
libertad. 

CAPITULO III 

LINEAMIENTOS BASICOS PARA LAS POLITICAS ESTATALES 

ARTICULO 10. — Fortalecimiento técnico a las jurisdicciones. El Estado nacional deberá 
promover y fortalecer interinstitucionalmente a las distintas jurisdicciones para la creación e 
implementación de servicios integrales de asistencia a las mujeres que padecen violencia y a 
las personas que la ejercen, debiendo garantizar: 



1.- Campañas de educación y capacitación orientadas a la comunidad para informar, 
concientizar y prevenir la violencia contra las mujeres en los ámbitos en que desarrollen sus 
relaciones interpersonales. 

2.- Unidades especializadas en violencia en el primer nivel de atención que trabajen en la 
prevención y asistencia de hechos de violencia, las que coordinarán sus actividades según los 
estándares, protocolos y registros establecidos y tendrán un abordaje integral de las 
siguientes actividades: 

a) Asistencia interdisciplinaria para la evaluación, diagnóstico y definición de estrategias de 
abordaje; 

b) Grupos de ayuda mutua; 

c) Asistencia y patrocinio jurídico gratuito; 

d) Atención coordinada con el área de salud que brinde asistencia médica y psicológica; 

e) Atención coordinada con el área social que brinde los programas de asistencia destinados a 
promover el desarrollo humano. 

3.- Programas de asistencia económica para el autovalimiento de la mujer. 

4.- Programas de acompañantes comunitarios para el sostenimiento de la estrategia de 
autovalimiento de la mujer. 

5.- Centros de día para el fortalecimiento integral de la mujer. 

6.- Instancias de tránsito para la atención y albergue de las mujeres que padecen violencia en 
los casos en que la permanencia en su domicilio o residencia implique una amenaza inminente 
a su integridad física, psicológica o sexual, o la de su grupo familiar, debiendo estar orientada 
a la integración inmediata a su medio familiar, social y laboral. 

7.- Programas de reeducación destinados a los hombres que ejercen violencia. 

ARTICULO 11. — Políticas públicas. El Estado nacional implementará el desarrollo de las 
siguientes acciones prioritarias, promoviendo su articulación y coordinación con los distintos 
Ministerios y Secretarías del Poder Ejecutivo nacional, jurisdicciones provinciales y 
municipales, universidades y organizaciones de la sociedad civil con competencia en la 
materia: 

1.- Jefatura de Gabinete de Ministros – Secretaría de Gabinete y Gestión Pública: 

a) Impulsar políticas específicas que implementen la normativa vigente en materia de acoso 
sexual en la administración pública nacional y garanticen la efectiva vigencia de los principios 
de no discriminación e igualdad de derechos, oportunidades y trato en el empleo público; 

b) Promover, a través del Consejo Federal de la Función Pública, acciones semejantes en el 
ámbito de las jurisdicciones provinciales. 

2.- Ministerio de Desarrollo Social de la Nación: 

a) Promover políticas tendientes a la revinculación social y laboral de las mujeres que padecen 
violencia; 



b) Elaborar criterios de priorización para la inclusión de las mujeres en los planes y programas 
de fortalecimiento y promoción social y en los planes de asistencia a la emergencia; 

c) Promover líneas de capacitación y financiamiento para la inserción laboral de las mujeres en 
procesos de asistencia por violencia; 

d) Apoyar proyectos para la creación y puesta en marcha de programas para atención de la 
emergencia destinadas a mujeres y al cuidado de sus hijas/os; 

e) Celebrar convenios con entidades bancarias a fin de facilitarles líneas de créditos a mujeres 
que padecen violencia; 

f) Coordinar con la Secretaría Nacional de Niñez, Adolescencia y Familia y el Consejo Federal 
de Niñez, Adolescencia y Familia los criterios de atención que se fijen para las niñas y 
adolescentes que padecen violencia. 

3.- Ministerio de Educación de la Nación: 

a) Articular en el marco del Consejo Federal de Educación la inclusión en los contenidos 
mínimos curriculares de la perspectiva de género, el ejercicio de la tolerancia, el respeto y la 
libertad en las relaciones interpersonales, la igualdad entre los sexos, la democratización de 
las relaciones familiares, la vigencia de los derechos humanos y la deslegitimación de modelos 
violentos de resolución de conflictos; 

b) Promover medidas para que se incluya en los planes de formación docente la detección 
precoz de la violencia contra las mujeres; 

c) Recomendar medidas para prever la escolarización inmediata de las/os niñas/os y 
adolescentes que se vean afectadas/os, por un cambio de residencia derivada de una situación 
de violencia, hasta que se sustancie la exclusión del agresor del hogar; 

d) Promover la incorporación de la temática de la violencia contra las mujeres en las currículas 
terciarias y universitarias, tanto en los niveles de grado como de post grado; 

e) Promover la revisión y actualización de los libros de texto y materiales didácticos con la 
finalidad de eliminar los estereotipos de género y los criterios discriminatorios, fomentando la 
igualdad de derechos, oportunidades y trato entre mujeres y varones; 

f) Las medidas anteriormente propuestas se promoverán en el ámbito del Consejo Federal de 
Educación. 

4.- Ministerio de Salud de la Nación: 

a) Incorporar la problemática de la violencia contra las mujeres en los programas de salud 
integral de la mujer; 

b) Promover la discusión y adopción de los instrumentos aprobados por el Ministerio de Salud 
de la Nación en materia de violencia contra las mujeres en el ámbito del Consejo Federal de 
Salud; 

c) Diseñar protocolos específicos de detección precoz y atención de todo tipo y modalidad de 
violencia contra las mujeres, prioritariamente en las áreas de atención primaria de salud, 
emergencias, clínica médica, obstetricia, ginecología, traumatología, pediatría, y salud mental, 
que especifiquen el procedimiento a seguir para la atención de las mujeres que padecen 
violencia, resguardando la intimidad de la persona asistida y promoviendo una práctica médica 



no sexista. El procedimiento deberá asegurar la obtención y preservación de elementos 
probatorios; 

d) Promover servicios o programas con equipos interdisciplinarios especializados en la 
prevención y atención de la violencia contra las mujeres y/o de quienes la ejerzan con la 
utilización de protocolos de atención y derivación; 

e) Impulsar la aplicación de un Registro de las personas asistidas por situaciones de violencia 
contra las mujeres, que coordine los niveles nacionales y provinciales. 

f) Asegurar la asistencia especializada de los/ as hijos/as testigos de violencia; 

g) Promover acuerdos con la Superintendencia de Servicios de Salud u organismo que en un 
futuro lo reemplace, a fin de incluir programas de prevención y asistencia de la violencia 
contra las mujeres, en los establecimientos médico-asistenciales, de la seguridad social y las 
entidades de medicina prepaga, los que deberán incorporarlas en su cobertura en igualdad de 
condiciones con otras prestaciones; 

h) Alentar la formación continua del personal médico sanitario con el fin de mejorar el 
diagnóstico precoz y la atención médica con perspectiva de género; 

i) Promover, en el marco del Consejo Federal de Salud, el seguimiento y monitoreo de la 
aplicación de los protocolos. Para ello, los organismos nacionales y provinciales podrán 
celebrar convenios con instituciones y organizaciones de la sociedad civil. 

5.- Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos de la Nación: 

5.1. Secretaría de Justicia: 

a) Promover políticas para facilitar el acceso de las mujeres a la Justicia mediante la puesta en 
marcha y el fortalecimiento de centros de información, asesoramiento jurídico y patrocinio 
jurídico gratuito; 

b) Promover la aplicación de convenios con Colegios Profesionales, instituciones académicas y 
organizaciones de la sociedad civil para brindar asistencia jurídica especializada y gratuita; 

c) Promover la unificación de criterios para la elaboración de los informes judiciales sobre la 
situación de peligro de las mujeres que padecen violencia; 

d) Promover la articulación y cooperación entre las distintas instancias judiciales involucradas 
a fin de mejorar la eficacia de las medidas judiciales; 

e) Promover la elaboración de un protocolo de recepción de denuncias de violencia contra las 
mujeres a efectos de evitar la judicialización innecesaria de aquellos casos que requieran de 
otro tipo de abordaje; 

f) Propiciar instancias de intercambio y articulación con la Corte Suprema de Justicia de la 
Nación para incentivar en los distintos niveles del Poder Judicial la capacitación específica 
referida al tema; 

g) Alentar la conformación de espacios de formación específica para profesionales del derecho; 



h) Fomentar las investigaciones sobre las causas, la naturaleza, la gravedad y las 
consecuencias de la violencia contra las mujeres, así como de la eficacia de las medidas 
aplicadas para impedirla y reparar sus efectos, difundiendo periódicamente los resultados; 

i) Garantizar el acceso a los servicios de atención específica para mujeres privadas de libertad. 

5.2. Secretaría de Seguridad: 

a) Fomentar en las fuerzas policiales y de seguridad, el desarrollo de servicios 
interdisciplinarios que brinden apoyo a las mujeres que padecen violencia para optimizar su 
atención, derivación a otros servicios y cumplimiento de disposiciones judiciales; 

b) Elaborar en el ámbito del Consejo de Seguridad Interior, los procedimientos básicos para el 
diseño de protocolos específicos para las fuerzas policial y de seguridad a fin de brindar las 
respuestas adecuadas para evitar la revictimización, facilitar la debida atención, asistencia y 
protección policial a las mujeres que acudan a presentar denuncias en sede policial; 

c) Promover la articulación de las fuerzas policial y de seguridad que intervengan en la 
atención de la violencia contra las mujeres con las instituciones gubernamentales y las 
organizaciones de la sociedad civil; 

d) Sensibilizar y capacitar a las fuerzas policial y de seguridad en la temática de la violencia 
contra las mujeres en el marco del respeto de los derechos humanos; 

e) Incluir en los programas de formación de las fuerzas policial y de seguridad asignaturas y/o 
contenidos curriculares específicos sobre los derechos humanos de las mujeres y en especial 
sobre violencia con perspectiva de género. 

5.3. Secretaría de Derechos Humanos e Instituto Nacional contra la Discriminación, la 
Xenofobia y el Racismo (INADI): 

a) Promover la inclusión de la problemática de la violencia contra las mujeres en todos los 
programas y acciones de la Secretaría de Derechos Humanos de la Nación y del INADI, en 
articulación con el Consejo Federal de Derechos Humanos. 

6.- Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social de la Nación: 

a) Desarrollar programas de sensibilización, capacitación e incentivos a empresas y sindicatos 
para eliminar la violencia laboral contra las mujeres y promover la igualdad de derechos, 
oportunidades y trato en el ámbito laboral, debiendo respetar el principio de no discriminación 
en: 

1. El acceso al puesto de trabajo, en materia de convocatoria y selección; 

2. La carrera profesional, en materia de promoción y formación; 

3. La permanencia en el puesto de trabajo; 

4. El derecho a una igual remuneración por igual tarea o función. 

b) Promover, a través de programas específicos la prevención del acoso sexual contra las 
mujeres en el ámbito de empresas y sindicatos; 



c) Promover políticas tendientes a la formación e inclusión laboral de mujeres que padecen 
violencia; 

d) Promover el respeto de los derechos laborales de las mujeres que padecen violencia, en 
particular cuando deban ausentarse de su puesto de trabajo a fin de dar cumplimiento a 
prescripciones profesionales, tanto administrativas como las emanadas de las decisiones 
judiciales. 

7.- Ministerio de Defensa de la Nación: 

a) Adecuar las normativas, códigos y prácticas internas de las Fuerzas Armadas a la 
Convención para la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer y la 
Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra las 
Mujeres; 

b) Impulsar programas y/o medidas de acción positiva tendientes a erradicar patrones de 
discriminación en perjuicio de las mujeres en las Fuerzas Armadas para el ingreso, promoción 
y permanencia en las mismas; 

c) Sensibilizar a los distintos niveles jerárquicos en la temática de la violencia contra las 
mujeres en el marco del respeto de los derechos humanos; 

d) Incluir en los programas de formación asignaturas y/o contenidos específicos sobre los 
derechos humanos de las mujeres y la violencia con perspectiva de género. 

8.- Secretaría de Medios de Comunicación de la Nación: 

a) Impulsar desde el Sistema Nacional de Medios la difusión de mensajes y campañas 
permanentes de sensibilización y concientización dirigida a la población en general y en 
particular a las mujeres sobre el derecho de las mismas a vivir una vida libre de violencias; 

b) Promover en los medios masivos de comunicación el respeto por los derechos humanos de 
las mujeres y el tratamiento de la violencia desde la perspectiva de género; 

c) Brindar capacitación a profesionales de los medios masivos de comunicación en violencia 
contra las mujeres; 

d) Alentar la eliminación del sexismo en la información; 

e) Promover, como un tema de responsabilidad social empresaria, la difusión de campañas 
publicitarias para prevenir y erradicar la violencia contra las mujeres. 

CAPITULO IV 

OBSERVATORIO DE LA VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES 

ARTICULO 12. — Creación. Créase el Observatorio de la Violencia contra las Mujeres en el 
ámbito del Consejo Nacional de la Mujer, destinado al monitoreo, recolección, producción, 
registro y sistematización de datos e información sobre la violencia contra las mujeres. 

ARTICULO 13. — Misión. El Observatorio tendrá por misión el desarrollo de un sistema de 
información permanente que brinde insumos para el diseño, implementación y gestión de 
políticas públicas tendientes a la prevención y erradicación de la violencia contra las mujeres. 



ARTICULO 14. — Funciones. Serán funciones del Observatorio de la Violencia contra las 
Mujeres: 

a) Recolectar, procesar, registrar, analizar, publicar y difundir información periódica y 
sistemática y comparable diacrónica y sincrónicamente sobre violencia contra las mujeres; 

b) Impulsar el desarrollo de estudios e investigaciones sobre la evolución, prevalencia, tipos y 
modalidades de violencia contra las mujeres, sus consecuencias y efectos, identificando 
aquellos factores sociales, culturales, económicos y políticos que de alguna manera estén 
asociados o puedan constituir causal de violencia; 

c) Incorporar los resultados de sus investigaciones y estudios en los informes que el Estado 
nacional eleve a los organismos regionales e internacionales en materia de violencia contra las 
mujeres; 

d) Celebrar convenios de cooperación con organismos públicos o privados, nacionales o 
internacionales, con la finalidad de articular interdisciplinariamente el desarrollo de estudios e 
investigaciones; 

e) Crear una red de información y difundir a la ciudadanía los datos relevados, estudios y 
actividades del Observatorio, mediante una página web propia o vinculada al portal del 
Consejo Nacional de la Mujer. Crear y mantener una base documental actualizada 
permanentemente y abierta a la ciudadanía; 

f) Examinar las buenas prácticas en materia de prevención y erradicación de la violencia 
contra las mujeres y las experiencias innovadoras en la materia y difundirlas a los fines de ser 
adoptadas por aquellos organismos e instituciones nacionales, provinciales o municipales que 
lo consideren; 

g) Articular acciones con organismos gubernamentales con competencia en materia de 
derechos humanos de las mujeres a los fines de monitorear la implementación de políticas de 
prevención y erradicación de la violencia contra las mujeres, para evaluar su impacto y 
elaborar propuestas de actuaciones o reformas; 

h) Fomentar y promover la organización y celebración periódica de debates públicos, con 
participación de centros de investigación, instituciones académicas, organizaciones de la 
sociedad civil y representantes de organismos públicos y privados, nacionales e 
internacionales con competencia en la materia, fomentando el intercambio de experiencias e 
identificando temas y problemas relevantes para la agenda pública; 

i) Brindar capacitación, asesoramiento y apoyo técnico a organismos públicos y privados para 
la puesta en marcha de los Registros y los protocolos; 

j) Articular las acciones del Observatorio de la Violencia contra las Mujeres con otros 
Observatorios que existan a nivel provincial, nacional e internacional; 

k) Publicar el informe anual sobre las actividades desarrolladas, el que deberá contener 
información sobre los estudios e investigaciones realizadas y propuestas de reformas 
institucionales o normativas. El mismo será difundido a la ciudadanía y elevado a las 
autoridades con competencia en la materia para que adopten las medidas que corresponda. 

ARTICULO 15. — Integración. El Observatorio de la Violencia contra las Mujeres estará 
integrado por: 



a) Una persona designada por la Presidencia del Consejo Nacional de la Mujer, quien ejercerá 
la Dirección del Observatorio, debiendo tener acreditada formación en investigación social y 
derechos humanos; 

b) Un equipo interdisciplinario idóneo en la materia. 

TITULO III 

PROCEDIMIENTOS 

CAPITULO I 

DISPOSICIONES GENERALES 

ARTICULO 16. — Derechos y garantías mínimas de procedimientos judiciales y administrati- 
vos. Los organismos del Estado deberán garantizar a las mujeres, en cualquier procedimiento 
judicial o administrativo, además de todos los derechos reconocidos en la Constitución 
Nacional, los Tratados Internacionales de Derechos Humanos ratificados por la Nación 
Argentina, la presente ley y las leyes que en consecuencia se dicten, los siguientes derechos y 
garantías: 

a) A la gratuidad de las actuaciones judiciales y del patrocinio jurídico preferentemente 
especializado; 

b) A obtener una respuesta oportuna y efectiva; 

c) A ser oída personalmente por el juez y por la autoridad administrativa competente; 

d) A que su opinión sea tenida en cuenta al momento de arribar a una decisión que la afecte; 

e) A recibir protección judicial urgente y preventiva cuando se encuentren amenazados o 
vulnerados cualquiera de los derechos enunciados en el artículo 3º de la presente ley; 

f) A la protección de su intimidad, garantizando la confidencialidad de las actuaciones; 

g) A participar en el procedimiento recibiendo información sobre el estado de la causa; 

h) A recibir un trato humanizado, evitando la revictimización; 

i) A la amplitud probatoria para acreditar los hechos denunciados, teniendo en cuenta las 
circunstancias especiales en las que se desarrollan los actos de violencia y quienes son sus 
naturales testigos; 

j) A oponerse a la realización de inspecciones sobre su cuerpo por fuera del estricto marco de 
la orden judicial. En caso de consentirlas y en los peritajes judiciales tiene derecho a ser 
acompañada por alguien de su confianza y a que sean realizados por personal profesional 
especializado y formado con perspectiva de género; 

k) A contar con mecanismos eficientes para denunciar a los funcionarios por el incumplimiento 
de los plazos establecidos y demás irregularidades. 

ARTICULO 17. — Procedimientos Administrativos. Las jurisdicciones locales podrán fijar los 
procedimientos previos o posteriores a la instancia judicial para el cumplimiento de esta ley, la 
que será aplicada por los municipios, comunas, comisiones de fomento, juntas, delegaciones 



de los Consejos Provinciales de la Mujer o áreas descentralizadas, juzgados de paz u 
organismos que estimen convenientes. 

ARTICULO 18. — Denuncia. Las personas que se desempeñen en servicios asistenciales, 
sociales, educativos y de salud, en el ámbito público o privado, que con motivo o en ocasión 
de sus tareas tomaren conocimiento de un hecho de violencia contra las mujeres en los 
términos de la presente ley, estarán obligados a formular las denuncias, según corresponda, 
aun en aquellos casos en que el hecho no configure delito. 

CAPITULO II 

PROCEDIMIENTO 

ARTICULO 19. — Ambito de aplicación. Las jurisdicciones locales, en el ámbito de sus 
competencias, dictarán sus normas de procedimiento o adherirán al régimen procesal previsto 
en la presente ley. 

ARTICULO 20. — Características del procedimiento. El procedimiento será gratuito y 
sumarísimo. 

ARTICULO 21. — Presentación de la denuncia. La presentación de la denuncia por violencia 
contra las mujeres podrá efectuarse ante cualquier juez/jueza de cualquier fuero e instancia o 
ante el Ministerio Público, en forma oral o escrita. 

Se guardará reserva de identidad de la persona denunciante. 

ARTICULO 22. — Competencia. Entenderá en la causa el/la juez/a que resulte competente en 
razón de la materia según los tipos y modalidades de violencia de que se trate. 

Aún en caso de incompetencia, el/la juez/a interviniente podrá disponer las medidas 
preventivas que estime pertinente. 

ARTICULO 23. — Exposición policial. En el supuesto que al concurrir a un servicio policial sólo 
se labrase exposición y de ella surgiere la posible existencia de violencia contra la mujer, 
corresponderá remitirla a la autoridad judicial competente dentro de las VEINTICUATRO (24) 
horas. 

ARTICULO 24. — Personas que pueden efectuar la denuncia. Las denuncias podrán ser 
efectuadas: 

a) Por la mujer que se considere afectada o su representante legal sin restricción alguna; 

b) La niña o la adolescente directamente o través de sus representantes legales de acuerdo lo 
establecido en la Ley 26.061 de Protección Integral de los Derechos de las Niñas, Niños y 
Adolescentes; 

c) Cualquier persona cuando la afectada tenga discapacidad, o que por su condición física o 
psíquica no pudiese formularla; 

d) En los casos de violencia sexual, la mujer que la haya padecido es la única legitimada para 
hacer la denuncia. Cuando la misma fuere efectuada por un tercero, se citará a la mujer para 
que la ratifique o rectifique en VEINTICUATRO (24) horas. La autoridad judicial competente 
tomará los recaudos necesarios para evitar que la causa tome estado público. 



e) La denuncia penal será obligatoria para toda persona que se desempeñe laboralmente en 
servicios asistenciales, sociales, educativos y de salud, en el ámbito público o privado, que con 
motivo o en ocasión de sus tareas tomaren conocimiento de que una mujer padece violencia 
siempre que los hechos pudieran constituir un delito. 

ARTICULO 25. — Asistencia protectora. En toda instancia del proceso se admitirá la 
presencia de un/a acompañante como ayuda protectora ad honórem, siempre que la mujer 
que padece violencia lo solicite y con el único objeto de preservar la salud física y psicológica 
de la misma. 

ARTICULO 26. — Medidas preventivas urgentes. 

a) Durante cualquier etapa del proceso el/la juez/a interviniente podrá, de oficio o a petición 
de parte, ordenar una o más de las siguientes medidas preventivas de acuerdo a los tipos y 
modalidades de violencia contra las mujeres definidas en los artículos 5º y 6º de la presente 
ley: 

a. 1. Ordenar la prohibición de acercamiento del presunto agresor al lugar de residencia, 
trabajo, estudio, esparcimiento o a los lugares de habitual concurrencia de la mujer que 
padece violencia; 

a.2. Ordenar al presunto agresor que cese en los actos de perturbación o intimidación que, 
directa o indirectamente, realice hacia la mujer; 

a.3. Ordenar la restitución inmediata de los efectos personales a la parte peticionante, si ésta 
se ha visto privada de los mismos; 

a.4. Prohibir al presunto agresor la compra y tenencia de armas, y ordenar el secuestro de las 
que estuvieren en su posesión; 

a.5. Proveer las medidas conducentes a brindar a quien padece o ejerce violencia, cuando así 
lo requieran, asistencia médica o psicológica, a través de los organismos públicos y 
organizaciones de la sociedad civil con formación especializada en la prevención y atención de 
la violencia contra las mujeres; 

a.6. Ordenar medidas de seguridad en el domicilio de la mujer; 

a.7. Ordenar toda otra medida necesaria para garantizar la seguridad de la mujer que padece 
violencia, hacer cesar la situación de violencia y evitar la repetición de todo acto de 
perturbación o intimidación, agresión y maltrato del agresor hacia la mujer. 

b) Sin perjuicio de las medidas establecidas en el inciso a) del presente artículo, en los casos 
de la modalidad de violencia doméstica contra las mujeres, el/la juez/a podrá ordenar las 
siguientes medidas preventivas urgentes: 

b.1. Prohibir al presunto agresor enajenar, disponer, destruir, ocultar o trasladar bienes 
gananciales de la sociedad conyugal o los comunes de la pareja conviviente; 

b.2. Ordenar la exclusión de la parte agresora de la residencia común, independientemente de 
la titularidad de la misma; 

b.3. Decidir el reintegro al domicilio de la mujer si ésta se había retirado, previa exclusión de 
la vivienda del presunto agresor; 



b.4. Ordenar a la fuerza pública, el acompañamiento de la mujer que padece violencia, a su 
domicilio para retirar sus efectos personales; 

b.5. En caso de que se trate de una pareja con hijos/as, se fijará una cuota alimentaria 
provisoria, si correspondiese, de acuerdo con los antecedentes obrantes en la causa y según 
las normas que rigen en la materia; 

b.6. En caso que la víctima fuere menor de edad, el/la juez/a, mediante resolución fundada y 
teniendo en cuenta la opinión y el derecho a ser oída de la niña o de la adolescente, puede 
otorgar la guarda a un miembro de su grupo familiar, por consanguinidad o afinidad, o con 
otros miembros de la familia ampliada o de la comunidad. 

b.7. Ordenar la suspensión provisoria del régimen de visitas; 

b.8. Ordenar al presunto agresor abstenerse de interferir, de cualquier forma, en el ejercicio 
de la guarda, crianza y educación de los/as hijos/ as; 

b.9. Disponer el inventario de los bienes gananciales de la sociedad conyugal y de los bienes 
propios de quien ejerce y padece violencia. En los casos de las parejas convivientes se 
dispondrá el inventario de los bienes de cada uno; 

b.10. Otorgar el uso exclusivo a la mujer que padece violencia, por el período que estime 
conveniente, del mobiliario de la casa. 

ARTICULO 27. — Facultades del/la juez/a. El/ la juez/a podrá dictar más de una medida a la 
vez, determinando la duración de las mismas de acuerdo a las circunstancias del caso, y 
debiendo establecer un plazo máximo de duración de las mismas, por auto fundado. 

ARTICULO 28. — Audiencia. El/la juez/a interviniente fijará una audiencia, la que deberá 
tomar personalmente bajo pena de nulidad, dentro de CUARENTA Y OCHO (48) horas de 
ordenadas las medidas del artículo 26, o si no se adoptara ninguna de ellas, desde el 
momento que tomó conocimiento de la denuncia. 

El presunto agresor estará obligado a comparecer bajo apercibimiento de ser llevado ante el 
juzgado con auxilio de la fuerza pública. 

En dicha audiencia, escuchará a las partes por separado bajo pena de nulidad, y ordenará las 
medidas que estime pertinentes. 

Si la víctima de violencia fuere niña o adolescente deberá contemplarse lo estipulado por la 
Ley 26.061 sobre Protección Integral de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes. 

Quedan prohibidas las audiencias de mediación o conciliación. 

ARTICULO 29. — Informes. Siempre que fuere posible el/la juez/a interviniente podrá 
requerir un informe efectuado por un equipo interdisciplinario para determinar los daños 
físicos, psicológicos, económicos o de otro tipo sufridos por la mujer y la situación de peligro 
en la que se encuentre. 

Dicho informe será remitido en un plazo de CUARENTA Y OCHO (48) horas, a efectos de que 
pueda aplicar otras medidas, interrumpir o hacer cesar alguna de las mencionadas en el 
artículo 26. 

El/la juez/a interviniente también podrá considerar los informes que se elaboren por los 
equipos interdisciplinarios de la administración pública sobre los daños físicos, psicológicos, 



económicos o de otro tipo sufridos por la mujer y la situación de peligro, evitando producir 
nuevos informes que la revictimicen. 

También podrá considerar informes de profesionales de organizaciones de la sociedad civil 
idóneas en el tratamiento de la violencia contra las mujeres. 

ARTICULO 30. — Prueba, principios y medidas. El/la juez/a tendrá amplias facultades para 
ordenar e impulsar el proceso, pudiendo disponer las medidas que fueren necesarias para 
indagar los sucesos, ubicar el paradero del presunto agresor, y proteger a quienes corran el 
riesgo de padecer nuevos actos de violencia, rigiendo el principio de obtención de la verdad 
material. 

ARTICULO 31. — Resoluciones. Regirá el principio de amplia libertad probatoria para 
acreditar los hechos denunciados, evaluándose las pruebas ofrecidas de acuerdo con el 
principio de la sana crítica. Se considerarán las presunciones que contribuyan a la 
demostración de los hechos, siempre que sean indicios graves, precisos y concordantes. 

ARTICULO 32. — Sanciones. Ante el incumplimiento de las medidas ordenadas, el/la juez/a 
podrá evaluar la conveniencia de modificar las mismas, pudiendo ampliarlas u ordenar otras. 

Frente a un nuevo incumplimiento y sin perjuicio de las responsabilidades civiles o penales que 
correspondan, el/la Juez/a deberá aplicar alguna/s de las siguientes sanciones: 

a) Advertencia o llamado de atención por el acto cometido; 

b) Comunicación de los hechos de violencia al organismo, institución, sindicato, asociación 
profesional o lugar de trabajo del agresor; 

c) Asistencia obligatoria del agresor a programas reflexivos, educativos o terapéuticos 
tendientes a la modificación de conductas violentas. 

Asimismo, cuando el incumplimiento configure desobediencia u otro delito, el juez deberá 
poner el hecho en conocimiento del/la juez/a con competencia en materia penal. 

ARTICULO 33. — Apelación. Las resoluciones que concedan, rechacen, interrumpan, 
modifiquen o dispongan el cese de alguna de las medidas preventivas urgentes o impongan 
sanciones, serán apelables dentro del plazo de TRES (3) días hábiles. 

La apelación contra resoluciones que concedan medidas preventivas urgentes se concederá en 
relación y con efecto devolutivo. 

La apelación contra resoluciones que dispongan la interrupción o el cese de tales medidas se 
concederá en relación y con efecto suspensivo. 

ARTICULO 34. — Seguimiento. Durante el trámite de la causa, por el tiempo que se juzgue 
adecuado, el/la juez/a deberá controlar la eficacia de las medidas y decisiones adoptadas, ya 
sea a través de la comparecencia de las partes al tribunal, con la frecuencia que se ordene, 
y/o mediante la intervención del equipo interdisciplinario, quienes elaborarán informes 
periódicos acerca de la situación. 

ARTICULO 35. — Reparación. La parte damnificada podrá reclamar la reparación civil por los 
daños y perjuicios, según las normas comunes que rigen la materia. 



ARTICULO 36. — Obligaciones de los/as funcionarios/ as. Los/as funcionarios/as policiales, 
judiciales, agentes sanitarios, y cualquier otro/a funcionario/a público/a a quien acudan las 
mujeres afectadas, tienen la obligación de informar sobre: 

a) Los derechos que la legislación le confiere a la mujer que padece violencia, y sobre los 
servicios gubernamentales disponibles para su atención; 

b) Cómo y dónde conducirse para ser asistida en el proceso; 

c) Cómo preservar las evidencias. 

ARTICULO 37. — Registros. La Corte Suprema de Justicia de la Nación llevará registros 
sociodemográficos de las denuncias efectuadas sobre hechos de violencia previstos en esta 
ley, especificando, como mínimo, edad, estado civil, profesión u ocupación de la mujer que 
padece violencia, así como del agresor; vínculo con el agresor, naturaleza de los hechos, 
medidas adoptadas y sus resultados, así como las sanciones impuestas al agresor. 

Los juzgados que intervienen en los casos de violencia previstos en esta ley deberán remitir 
anualmente la información pertinente para dicho registro. 

El acceso a los registros requiere motivos fundados y previa autorización judicial, garantizando 
la confidencialidad de la identidad de las partes. 

La Corte Suprema de Justicia de la Nación elaborará estadísticas de acceso público que 
permitan conocer, como mínimo, las características de quienes ejercen o padecen violencia y 
sus modalidades, vínculo entre las partes, tipo de medidas adoptadas y sus resultados, y tipo 
y cantidad de sanciones aplicadas. 

ARTICULO 38. — Colaboración de organizaciones públicas o privadas. El/la juez/a podrán 
solicitar o aceptar en carácter de amicus curiae la colaboración de organizaciones o entidades 
públicas o privadas dedicadas a la protección de los derechos de las mujeres. 

ARTICULO 39. — Exención de cargas. Las actuaciones fundadas en la presente ley estarán 
exentas del pago de sellado, tasas, depósitos y cualquier otro impuesto, sin perjuicio de lo 
establecido en el artículo 68 del Código Procesal, Civil y Comercial de la Nación en materia de 
costas. 

ARTICULO 40. — Normas supletorias. Serán de aplicación supletoria los regímenes 
procesales que correspondan, según los tipos y modalidades de violencia denunciados. 

TITULO IV 

DISPOSICIONES FINALES 

ARTICULO 41. — En ningún caso las conductas, actos u omisiones previstas en la presente 
ley importarán la creación de nuevos tipos penales, ni la modificación o derogación de los 
vigentes. 

ARTICULO 42. — La Ley 24.417 de Protección contra la Violencia Familiar, será de aplicación 
en aquellos casos de violencia doméstica no previstos en la presente ley. 

ARTICULO 43. — Las partidas que resulten necesarias para el cumplimiento de la presente 
ley serán previstas anualmente en la Ley de Presupuesto General de la Administración 
Nacional. 



ARTICULO 44. — La ley entrará en vigencia a partir de su publicación en el Boletín Oficial de 
la Nación. 

ARTICULO 45. — Comuníquese al Poder Ejecutivo nacional. 

DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL CONGRESO ARGENTINO, EN BUENOS AIRES, A LOS 
ONCE DIAS DEL MES DE MARZO DEL AÑO DOS MIL NUEVE. 

— REGISTRADO BAJO EL Nº 26.485 — 

JULIO C. C. COBOS. — EDUARDO A. FELLNER. — Enrique Hidalgo. — Juan H. Estrada. 
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TEXTO CONSOLIDADO
Última modificación: 25 de agosto de 2018

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 

ley.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

El espíritu de reconciliación y concordia, y de respeto al pluralismo y a la defensa 
pacífica de todas las ideas, que guió la Transición, nos permitió dotarnos de una 
Constitución, la de 1978, que tradujo jurídicamente esa voluntad de reencuentro de los 
españoles, articulando un Estado social y democrático de derecho con clara vocación 
integradora.

El espíritu de la Transición da sentido al modelo constitucional de convivencia más 
fecundo que hayamos disfrutado nunca y explica las diversas medidas y derechos que se 
han ido reconociendo, desde el origen mismo de todo el período democrático, en favor de las 
personas que, durante los decenios anteriores a la Constitución, sufrieron las consecuencias 
de la guerra civil y del régimen dictatorial que la sucedió.

Pese a ese esfuerzo legislativo, quedan aún iniciativas por adoptar para dar cumplida y 
definitiva respuesta a las demandas de esos ciudadanos, planteadas tanto en el ámbito 
parlamentario como por distintas asociaciones cívicas. Se trata de peticiones legítimas y 
justas, que nuestra democracia, apelando de nuevo a su espíritu fundacional de concordia, y 
en el marco de la Constitución, no puede dejar de atender.

Por ello mismo, esta Ley atiende a lo manifestado por la Comisión Constitucional del 
Congreso de los Diputados que el 20 de noviembre de 2002 aprobó por unanimidad una 
Proposición no de Ley en la que el órgano de representación de la ciudadanía reiteraba que 
«nadie puede sentirse legitimado, como ocurrió en el pasado, para utilizar la violencia con la 
finalidad de imponer sus convicciones políticas y establecer regímenes totalitarios contrarios 
a la libertad y dignidad de todos los ciudadanos, lo que merece la condena y repulsa de 
nuestra sociedad democrática». La presente Ley asume esta Declaración así como la 
condena del franquismo contenida en el Informe de la Asamblea Parlamentaria del Consejo 
de Europa firmado en París el 17 de marzo de 2006 en el que se denunciaron las graves 
violaciones de Derechos Humanos cometidas en España entre los años 1939 y 1975.

Es la hora, así, de que la democracia española y las generaciones vivas que hoy 
disfrutan de ella honren y recuperen para siempre a todos los que directamente padecieron 
las injusticias y agravios producidos, por unos u otros motivos políticos o ideológicos o de 
creencias religiosas, en aquellos dolorosos períodos de nuestra historia. Desde luego, a 
quienes perdieron la vida. Con ellos, a sus familias. También a quienes perdieron su libertad, 
al padecer prisión, deportación, confiscación de sus bienes, trabajos forzosos o 
internamientos en campos de concentración dentro o fuera de nuestras fronteras. También, 
en fin, a quienes perdieron la patria al ser empujados a un largo, desgarrador y, en tantos 
casos, irreversible exilio. Y, por último, a quienes en distintos momentos lucharon por la 
defensa de los valores democráticos, como los integrantes del Cuerpo de Carabineros, los 
brigadistas internacionales, los combatientes guerrilleros, cuya rehabilitación fue 
unánimemente solicitada por el Pleno del Congreso de los Diputados de 16 de mayo de 
2001, o los miembros de la Unión Militar Democrática, que se autodisolvió con la celebración 
de las primeras elecciones democráticas.

En este sentido, la Ley sienta las bases para que los poderes públicos lleven a cabo 
políticas públicas dirigidas al conocimiento de nuestra historia y al fomento de la memoria 
democrática.
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La presente Ley parte de la consideración de que los diversos aspectos relacionados con 
la memoria personal y familiar, especialmente cuando se han visto afectados por conflictos 
de carácter público, forman parte del estatuto jurídico de la ciudadanía democrática, y como 
tales son abordados en el texto. Se reconoce, en este sentido, un derecho individual a la 
memoria personal y familiar de cada ciudadano, que encuentra su primera manifestación en 
la Ley en el reconocimiento general que en la misma se proclama en su artículo 2.

En efecto, en dicho precepto se hace una proclamación general del carácter injusto de 
todas las condenas, sanciones y expresiones de violencia personal producidas, por motivos 
inequívocamente políticos o ideológicos, durante la Guerra Civil, así como las que, por las 
mismas razones, tuvieron lugar en la Dictadura posterior.

Esta declaración general, contenida en el artículo 2, se complementa con la previsión de 
un procedimiento específico para obtener una Declaración personal, de contenido 
rehabilitador y reparador, que se abre como un derecho a todos los perjudicados, y que 
podrán ejercer ellos mismos o sus familiares.

En el artículo 3 de la Ley se declara la ilegitimidad de los tribunales, jurados u órganos 
de cualquier naturaleza administrativa creados con vulneración de las más elementales 
garantías del derecho a un proceso justo, así como la ilegitimidad de las sanciones y 
condenas de carácter personal impuestas por motivos políticos, ideológicos o de creencias 
religiosas. Se subraya, así, de forma inequívoca, la carencia actual de vigencia jurídica de 
aquellas disposiciones y resoluciones contrarias a los derechos humanos y se contribuye a 
la rehabilitación moral de quienes sufrieron tan injustas sanciones y condenas.

En este sentido, la Ley incluye una disposición derogatoria que, de forma expresa, priva 
de vigencia jurídica a aquellas normas dictadas bajo la Dictadura manifiestamente 
represoras y contrarias a los derechos fundamentales con el doble objetivo de proclamar su 
formal expulsión del ordenamiento jurídico e impedir su invocación por cualquier autoridad 
administrativa y judicial.

En los artículos 5 a 9 se establece el reconocimiento de diversas mejoras de derechos 
económicos ya recogidos en nuestro Ordenamiento. En esta misma dirección, se prevé el 
derecho a una indemnización en favor de todas aquellas personas que perdieron la vida en 
defensa de la democracia, de la democracia que hoy todos disfrutamos, y que no habían 
recibido hasta ahora la compensación debida (art. 10).

Se recogen diversos preceptos (arts. 11 a 14) que, atendiendo también en este ámbito 
una muy legítima demanda de no pocos ciudadanos, que ignoran el paradero de sus 
familiares, algunos aún en fosas comunes, prevén medidas e instrumentos para que las 
Administraciones públicas faciliten, a los interesados que lo soliciten, las tareas de 
localización, y, en su caso, identificación de los desaparecidos, como una última prueba de 
respeto hacia ellos.

Se establecen, asimismo, una serie de medidas (arts. 15 y 16) en relación con los 
símbolos y monumentos conmemorativos de la Guerra Civil o de la Dictadura, sustentadas 
en el principio de evitar toda exaltación de la sublevación militar, de la Guerra Civil y de la 
represión de la Dictadura, en el convencimiento de que los ciudadanos tienen derecho a que 
así sea, a que los símbolos públicos sean ocasión de encuentro y no de enfrentamiento, 
ofensa o agravio.

El legislador considera de justicia hacer un doble reconocimiento singularizado. En 
primer lugar, a los voluntarios integrantes de las Brigadas internacionales, a los que se les 
permitirá acceder a la nacionalidad española sin necesidad de que renuncien a la que 
ostenten hasta este momento (art. 18); y, también, a las asociaciones ciudadanas que se 
hayan significado en la defensa de la dignidad de las víctimas de la violencia política a que 
se refiere esta Ley (art. 19).

Con el fin de facilitar la recopilación y el derecho de acceso a la información histórica 
sobre la Guerra Civil, la Ley refuerza el papel del actual Archivo General de la Guerra Civil 
Española, con sede en Salamanca, integrándolo en el Centro Documental de la Memoria 
Histórica también con sede en la ciudad de Salamanca, y estableciendo que se le dé 
traslado de toda la documentación existente en otros centros estatales (arts. 20 a 22).

La presente ley amplía la posibilidad de adquisición de la nacionalidad española a los 
descendientes hasta el primer grado de quienes hubiesen sido originariamente españoles. 
Con ello se satisface una legítima pretensión de la emigración española, que incluye 
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singularmente a los descendientes de quienes perdieron la nacionalidad española por el 
exilio a consecuencia de la Guerra Civil o la Dictadura.

En definitiva, la presente Ley quiere contribuir a cerrar heridas todavía abiertas en los 
españoles y a dar satisfacción a los ciudadanos que sufrieron, directamente o en la persona 
de sus familiares, las consecuencias de la tragedia de la Guerra Civil o de la represión de la 
Dictadura. Quiere contribuir a ello desde el pleno convencimiento de que, profundizando de 
este modo en el espíritu del reencuentro y de la concordia de la Transición, no son sólo esos 
ciudadanos los que resultan reconocidos y honrados sino también la Democracia española 
en su conjunto. No es tarea del legislador implantar una determinada memoria colectiva. 
Pero sí es deber del legislador, y cometido de la ley, reparar a las víctimas, consagrar y 
proteger, con el máximo vigor normativo, el derecho a la memoria personal y familiar como 
expresión de plena ciudadanía democrática, fomentar los valores constitucionales y 
promover el conocimiento y la reflexión sobre nuestro pasado, para evitar que se repitan 
situaciones de intolerancia y violación de derechos humanos como las entonces vividas.

Este es el compromiso al que el texto legal y sus consecuencias jurídicas responden.

Artículo 1.  Objeto de la Ley.

1. La presente Ley tiene por objeto reconocer y ampliar derechos a favor de quienes 
padecieron persecución o violencia, por razones políticas, ideológicas, o de creencia 
religiosa, durante la Guerra Civil y la Dictadura, promover su reparación moral y la 
recuperación de su memoria personal y familiar, y adoptar medidas complementarias 
destinadas a suprimir elementos de división entre los ciudadanos, todo ello con el fin de 
fomentar la cohesión y solidaridad entre las diversas generaciones de españoles en torno a 
los principios, valores y libertades constitucionales.

2. Mediante la presente Ley, como política pública, se pretende el fomento de los valores 
y principios democráticos, facilitando el conocimiento de los hechos y circunstancias 
acaecidos durante la Guerra civil y la Dictadura, y asegurando la preservación de los 
documentos relacionados con ese período histórico y depositados en archivos públicos.

Artículo 2.  Reconocimiento general.

1. Como expresión del derecho de todos los ciudadanos a la reparación moral y a la 
recuperación de su memoria personal y familiar, se reconoce y declara el carácter 
radicalmente injusto de todas las condenas, sanciones y cualesquiera formas de violencia 
personal producidas por razones políticas, ideológicas o de creencia religiosa, durante la 
Guerra Civil, así como las sufridas por las mismas causas durante la Dictadura.

2. Las razones a que se refiere el apartado anterior incluyen la pertenencia, colaboración 
o relación con partidos políticos, sindicatos, organizaciones religiosas o militares, minorías 
étnicas, sociedades secretas, logias masónicas y grupos de resistencia, así como el ejercicio 
de conductas vinculadas con opciones culturales, lingüísticas o de orientación sexual.

3. Asimismo, se reconoce y declara la injusticia que supuso el exilio de muchos 
españoles durante la Guerra Civil y la Dictadura.

Artículo 3.  Declaración de ilegitimidad.

1. Se declara la ilegitimidad de los tribunales, jurados y cualesquiera otros órganos 
penales o administrativos que, durante la Guerra Civil, se hubieran constituido para imponer, 
por motivos políticos, ideológicos o de creencia religiosa, condenas o sanciones de carácter 
personal, así como la de sus resoluciones.

2. Por ser contrarios a Derecho y vulnerar las más elementales exigencias del derecho a 
un juicio justo, se declara en todo caso la ilegitimidad del Tribunal de Represión de la 
Masonería y el Comunismo, el Tribunal de Orden Público, así como los Tribunales de 
Responsabilidades Políticas y Consejos de Guerra constituidos por motivos políticos, 
ideológicos o de creencia religiosa de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 2 de la 
presente Ley.

3. Igualmente, se declaran ilegítimas, por vicios de forma y fondo, las condenas y 
sanciones dictadas por motivos políticos, ideológicos o de creencia por cualesquiera 
tribunales u órganos penales o administrativos durante la Dictadura contra quienes 
defendieron la legalidad institucional anterior, pretendieron el restablecimiento de un régimen 
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democrático en España o intentaron vivir conforme a opciones amparadas por derechos y 
libertades hoy reconocidos por la Constitución.

Artículo 4.  Declaración de reparación y reconocimiento personal.

1. Se reconoce el derecho a obtener una Declaración de reparación y reconocimiento 
personal a quienes durante la Guerra Civil y la Dictadura padecieron los efectos de las 
resoluciones a que se refieren los artículos anteriores.

Este derecho es plenamente compatible con los demás derechos y medidas reparadoras 
reconocidas en normas anteriores, así como con el ejercicio de las acciones a que hubiere 
lugar ante los tribunales de justicia.

2. Tendrá derecho a solicitar la Declaración las personas afectadas y, en caso de que las 
mismas hubieran fallecido, el cónyuge o persona ligada por análoga relación de afectividad, 
sus ascendientes, sus descendientes y sus colaterales hasta el segundo grado.

3. Asimismo, podrán solicitar la Declaración las instituciones públicas, previo acuerdo de 
su órgano colegiado de gobierno, respecto de quienes, careciendo de cónyuge o de los 
familiares mencionados en el apartado anterior, hubiesen desempeñado cargo o actividad 
relevante en las mismas.

4. Las personas o instituciones previstas en los apartados anteriores podrán interesar del 
Ministerio de Justicia la expedición de la Declaración. A tal fin, podrán aportar toda la 
documentación que sobre los hechos o el procedimiento obre en su poder, así como todos 
aquellos antecedentes que se consideren oportunos.

5. La Declaración a que se refiere esta Ley será compatible con cualquier otra fórmula de 
reparación prevista en el ordenamiento jurídico y no constituirá título para el reconocimiento 
de responsabilidad patrimonial del Estado ni de cualquier Administración Pública, ni dará 
lugar a efecto, reparación o indemnización de índole económica o profesional. El Ministerio 
de Justicia denegará la expedición de la Declaración cuando no se ajuste a lo dispuesto en 
esta Ley.

Artículo 5.  Mejora de las prestaciones reconocidas por la Ley 5/1979, de 18 de septiembre, 
de reconocimiento de pensiones, asistencia médico-farmacéutica y asistencia social a favor 
de las viudas, hijos y demás familiares de los españoles fallecidos como consecuencia o con 
ocasión de la pasada Guerra Civil.

1. Con el fin de completar la acción protectora establecida por la Ley 5/1979, de 18 de 
septiembre, de reconocimiento de pensiones, asistencia médico-farmacéutica y asistencia 
social a favor de las viudas, hijos y demás familiares de los españoles fallecidos como 
consecuencia o con ocasión de la pasada Guerra Civil, se modifican las letras a) y c) del 
número 2 de su artículo primero, que quedan redactadas como sigue:

«a) Por heridas, enfermedad o lesión accidental originadas como consecuencia 
de la guerra.

c) Como consecuencia de actuaciones u opiniones políticas y sindicales, cuando 
pueda establecerse asimismo una relación de causalidad personal y directa entre la 
Guerra Civil y el fallecimiento.»

2. Las pensiones que se reconozcan al amparo de lo dispuesto en el apartado anterior 
tendrán efectos económicos desde el primer día del mes siguiente a la fecha de entrada en 
vigor de la presente Ley, siendo de aplicación, en su caso, las normas que regulan la 
caducidad de efectos en el Régimen de Clases Pasivas del Estado.

Artículo 6.  Importe de determinadas pensiones de orfandad.

1. La cuantía de las pensiones de orfandad en favor de huérfanos no incapacitados 
mayores de veintiún años causadas por personal no funcionario al amparo de las Leyes 
5/1979, de 18 de septiembre, y 35/1980, de 26 de junio, se establece en 132,86 euros 
mensuales.

2. A las pensiones de orfandad a que se refiere el presente artículo les será de 
aplicación el sistema de complementos económicos vigentes y experimentarán las 
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revalorizaciones que establezcan las Leyes de Presupuestos Generales del Estado para 
cada año.

3. Lo dispuesto en los dos apartados anteriores tendrá efectividad económica desde el 
primer día del mes siguiente a la fecha de entrada en vigor de la presente Ley, sin perjuicio 
de las normas que sobre caducidad de efectos rigen en el Régimen de Clases Pasivas del 
Estado.

Artículo 7.  Modificación del ámbito de aplicación de las indemnizaciones a favor de quienes 
sufrieron prisión como consecuencia de los supuestos contemplados en la Ley 46/1977, de 
15 de octubre, de Amnistía.

1. Con el fin de incorporar supuestos en su día excluidos de la concesión de 
indemnizaciones por tiempos de estancia en prisión durante la Dictadura, se modifican los 
apartados uno y dos de la disposición adicional decimoctava de la Ley 4/1990, de 29 de 
junio, de Presupuestos Generales del Estado para el año 1990, que quedan redactados 
como sigue:

«Uno. Quienes acrediten haber sufrido privación de libertad en establecimientos 
penitenciarios o en Batallones Disciplinarios, en cualquiera de sus modalidades, 
durante tres o más años, como consecuencia de los supuestos contemplados en la 
Ley 46/1977, de 15 de octubre, y tuvieran cumplida la edad de sesenta años en 31 
de diciembre de 1990, tendrán derecho a percibir por una sola vez una 
indemnización de acuerdo con la siguiente escala:

Tres o más años de prisión: 6.010,12 €.
Por cada tres años completos adicionales: 1.202,02 €.

Dos. Si el causante del derecho a esta indemnización hubiese fallecido, y en 31 
de diciembre de 1990 hubiera podido tener cumplidos sesenta años de edad tendrá 
derecho a la misma el cónyuge supérstite, que sea pensionista de viudedad por tal 
causa o que, aun no teniendo esta condición, acredite ser cónyuge viudo del 
causante.»

2. Se añaden un apartado dos bis y un apartado siete a la Disposición adicional 
decimoctava de la Ley 4/1990, de 29 de junio de Presupuestos del Estado con la siguiente 
redacción:

«Dos bis. Una indemnización de 9.616,18 € se reconocerá al cónyuge supérstite 
de quien, habiendo sufrido privación de libertad por tiempo inferior a tres años como 
consecuencia de los supuestos contemplados en la Ley 46/1977, de 15 de octubre, 
hubiese sido condenado por ellos a pena de muerte efectivamente ejecutada y no 
haya visto reconocida en su favor, por esta circunstancia, pensión o indemnización 
con cargo a alguno de los sistemas públicos de protección social.»

«Siete. Quienes se consideren con derecho a los beneficios establecidos en los 
apartados uno y dos anteriores, ya sean los propios causantes o sus cónyuges supérstites o 
pensionistas de viudedad por tal causa, deberán solicitarlos expresamente ante la citada 
Dirección General de Costes de Personal y Pensiones Públicas.»

Artículo 8.  Tributación en el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas de las 
indemnizaciones a favor de quienes sufrieron privación de libertad como consecuencia de 
los supuestos contemplados en la Ley 46/1977, de 15 de octubre, de Amnistía.

Con efectos desde el 1 de enero de 2005, se añade una nueva letra u) al artículo 7 del 
texto refundido de la Ley del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, aprobado por 
el Real Decreto Legislativo 3/2004, de 5 de marzo, que quedará redactada de la siguiente 
manera:

«u) Las indemnizaciones previstas en la legislación del Estado y de las 
Comunidades Autónomas para compensar la privación de libertad en 
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establecimientos penitenciarios como consecuencia de los supuestos contemplados 
en la Ley 46/1977, de 15 de octubre, de Amnistía.»

Artículo 9.  Ayudas para compensar la carga tributaria de las indemnizaciones percibidas 
desde el 1 de enero de 1999 por privación de libertad como consecuencia de los supuestos 
contemplados en la Ley 46/1977, de 15 de octubre, de Amnistía.

1. Las personas que hubieran percibido desde el 1 de enero de 1999 hasta la fecha de 
entrada en vigor de la presente Ley las indemnizaciones previstas en la legislación del 
Estado y de las Comunidades Autónomas para compensar la privación de libertad en 
establecimientos penitenciarios como consecuencia de los supuestos contemplados en la 
Ley 46/1977, de 15 de octubre, de Amnistía, podrán solicitar, en la forma y plazos que se 
determinen, el abono de una ayuda cuantificada en el 15 por ciento de las cantidades que, 
por tal concepto, hubieran consignado en la declaración del Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas de cada uno de dichos períodos impositivos.

2. Si las personas a que se refiere el apartado 1 anterior hubieran fallecido, el derecho a 
la ayuda corresponderá a sus herederos, quienes podrán solicitarla.

3. Las ayudas percibidas en virtud de lo dispuesto en el presente artículo estarán 
exentas del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas.

4. Por Orden del Ministro de Economía y Hacienda se determinará el procedimiento, las 
condiciones para su obtención y el órgano competente para el reconocimiento y abono de 
esta ayuda.

Artículo 10.  Reconocimiento a favor de personas fallecidas en defensa de la democracia 
durante el período comprendido entre el 1 de enero de 1968 y 31 de diciembre de 1977.

1. En atención a las circunstancias excepcionales que concurrieron en su muerte, se 
reconoce el derecho a una indemnización, por una cuantía de 135.000 euros, a los 
beneficiarios de quienes fallecieron durante el período comprendido entre el 1 de enero de 
1968 y el 31 de diciembre de 1977, en defensa y reivindicación de las libertades y derechos 
democráticos.

2. Serán beneficiarios de la indemnización a que se refiere el apartado primero de este 
artículo los hijos y el cónyuge de la persona fallecida, si no estuviere separado legalmente ni 
en proceso de separación o nulidad matrimonial, o la persona que hubiere venido 
conviviendo con ella de forma permanente con análoga relación de afectividad a la del 
cónyuge durante, al menos, los dos años inmediatamente anteriores al momento del 
fallecimiento, salvo que hubieren tenido descendencia en común, en cuyo caso bastará la 
mera convivencia.

Subsidiariamente, si no existieran los anteriores, serán beneficiarios, por orden sucesivo 
y excluyente, los padres, los nietos, los hermanos de la persona fallecida y los hijos de la 
persona conviviente.

Cuando se produzca la concurrencia de diversas personas que pertenezcan a un grupo 
de los que tienen derecho a la indemnización, la cuantía total máxima se repartirá por partes 
iguales entre todos los que tengan derecho por la misma condición, excepto cuando 
concurran el cónyuge o persona con análoga relación afectiva y los hijos del fallecido, en 
cuyo caso la ayuda se distribuirá al 50 por ciento entre el cónyuge o la persona con análoga 
relación de afectividad y el conjunto de los hijos.

3. Procederá el abono de la indemnización siempre que por los mismos hechos no se 
haya recibido indemnización o compensación económica alguna o, habiéndose recibido, sea 
de cuantía inferior a la determinada en este artículo.

4. El Gobierno, mediante Real Decreto, determinará las condiciones y el procedimiento 
para la concesión de la indemnización prevista en este artículo.

5. Los beneficiarios de la indemnización establecida en este artículo dispondrán del 
plazo de un año, a contar desde la entrada en vigor del Real Decreto a que se refiere el 
apartado anterior, para presentar su solicitud ante la Comisión en él mencionada.
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Artículo 11.  Colaboración de las Administraciones públicas con los particulares para la 
localización e identificación de víctimas.

1. Las Administraciones públicas, en el marco de sus competencias, facilitarán a los 
descendientes directos de las víctimas que así lo soliciten las actividades de indagación, 
localización e identificación de las personas desaparecidas violentamente durante la Guerra 
Civil o la represión política posterior y cuyo paradero se ignore. Lo previsto en el párrafo 
anterior podrá aplicarse respecto de las entidades que, constituidas antes de 1 de junio de 
2004, incluyan el desarrollo de tales actividades entre sus fines.

2. La Administración General del Estado elaborará planes de trabajo y establecerá 
subvenciones para sufragar gastos derivados de las actividades contempladas en este 
artículo.

Artículo 12.  Medidas para la identificación y localización de víctimas.

1. El Gobierno, en colaboración con todas las Administraciones públicas, elaborará un 
protocolo de actuación científica y multidisciplinar que asegure la colaboración institucional y 
una adecuada intervención en las exhumaciones. Asimismo, celebrará los oportunos 
convenios de colaboración para subvencionar a las entidades sociales que participen en los 
trabajos.

2. Las Administraciones públicas elaborarán y pondrán a disposición de todos los 
interesados, dentro de su respectivo ámbito territorial, mapas en los que consten los terrenos 
en que se localicen los restos de las personas a que se refiere el artículo anterior, incluyendo 
toda la información complementaria disponible sobre los mismos.

El Gobierno determinará el procedimiento y confeccionará un mapa integrado que 
comprenda todo el territorio español, que será accesible para todos los ciudadanos 
interesados y al que se incorporarán los datos que deberán ser remitidos por las distintas 
Administraciones públicas competentes.

Las áreas incluidas en los mapas serán objeto de especial preservación por sus titulares, 
en los términos que reglamentariamente se establezcan. Asimismo, los poderes públicos 
competentes adoptarán medidas orientadas a su adecuada preservación.

Artículo 13.  Autorizaciones administrativas para actividades de localización e identificación.

1. Las Administraciones públicas competentes autorizarán las tareas de prospección 
encaminadas a la localización de restos de las víctimas referidas en el apartado 1 del 
artículo 11, de acuerdo con la normativa sobre patrimonio histórico y el protocolo de 
actuación que se apruebe por el Gobierno. Los hallazgos se pondrán inmediatamente en 
conocimiento de las autoridades administrativas y judiciales competentes.

2. Las Administraciones públicas, en el ejercicio de sus competencias, establecerán el 
procedimiento y las condiciones en que los descendientes directos de las víctimas referidas 
en el apartado 1 del artículo 11, o las entidades que actúen en su nombre, puedan recuperar 
los restos enterrados en las fosas correspondientes, para su identificación y eventual 
traslado a otro lugar.

3. En cualquier caso, la exhumación se someterá a autorización administrativa por parte 
de la autoridad competente, en la que deberá ponderarse la existencia de oposición por 
cualquiera de los descendientes directos de las personas cuyos restos deban ser 
trasladados. A tales efectos, y con carácter previo a la correspondiente resolución, la 
administración competente deberá dar adecuada publicidad a las solicitudes presentadas, 
comunicando en todo caso su existencia a la Administración General del Estado para su 
inclusión en el mapa referido en el apartado primero del artículo anterior.

4. Los restos que hayan sido objeto de traslado y no fuesen reclamados serán 
inhumados en el cementerio correspondiente al término municipal en que se encontraran.

Artículo 14.  Acceso a los terrenos afectados por trabajos de localización e identificación.

1. La realización de las actividades de localización y eventual identificación o traslado de 
los restos de las personas referidas en el apartado 1 del artículo 13 se constituye en fin de 
utilidad pública e interés social, a los efectos de permitir, en su caso y de acuerdo con los 
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artículos 108 a 119 de la Ley de Expropiación Forzosa, la ocupación temporal de los 
terrenos donde deban realizarse.

2. Para las actividades determinadas en el apartado anterior, las autoridades 
competentes autorizarán, salvo causa justificada de interés público, la ocupación temporal 
de los terrenos de titularidad pública.

3. En el caso de terrenos de titularidad privada, los descendientes, o las organizaciones 
legitimadas de acuerdo con el apartado anterior, deberán solicitar el consentimiento de los 
titulares de derechos afectados sobre los terrenos en que se hallen los restos. Si no se 
obtuviere dicho consentimiento, las Administraciones públicas podrán autorizar la ocupación 
temporal, siempre tras audiencia de los titulares de derechos afectados, con consideración 
de sus alegaciones, y fijando la correspondiente indemnización a cargo de los ocupantes.

Artículo 15.  Símbolos y monumentos públicos.

1. Las Administraciones públicas, en el ejercicio de sus competencias, tomarán las 
medidas oportunas para la retirada de escudos, insignias, placas y otros objetos o 
menciones conmemorativas de exaltación, personal o colectiva, de la sublevación militar, de 
la Guerra Civil y de la represión de la Dictadura. Entre estas medidas podrá incluirse la 
retirada de subvenciones o ayudas públicas.

2. Lo previsto en el apartado anterior no será de aplicación cuando las menciones sean 
de estricto recuerdo privado, sin exaltación de los enfrentados, o cuando concurran razones 
artísticas, arquitectónicas o artístico-religiosas protegidas por la ley.

3. El Gobierno colaborará con las Comunidades Autónomas y las Entidades Locales en 
la elaboración de un catálogo de vestigios relativos a la Guerra Civil y la Dictadura a los 
efectos previstos en el apartado anterior.

4. Las Administraciones públicas podrán retirar subvenciones o ayudas a los propietarios 
privados que no actúen del modo previsto en el apartado 1 de este artículo.

Artículo 16.  Valle de los Caídos.

1. El Valle de los Caídos se regirá estrictamente por las normas aplicables con carácter 
general a los lugares de culto y a los cementerios públicos.

2. En ningún lugar del recinto podrán llevarse a cabo actos de naturaleza política ni 
exaltadores de la Guerra Civil, de sus protagonistas, o del franquismo.

3. En el Valle de los Caídos sólo podrán yacer los restos mortales de personas fallecidas 
a consecuencia de la Guerra Civil española, como lugar de conmemoración, recuerdo y 
homenaje a las víctimas de la contienda.

Artículo 17.  Edificaciones y obras realizadas mediante trabajos forzosos.

El Gobierno, en colaboración con las demás Administraciones públicas confeccionará un 
censo de edificaciones y obras realizadas por miembros de los Batallones Disciplinarios de 
Soldados Trabajadores, así como por prisioneros en campos de concentración, Batallones 
de Trabajadores y prisioneros en Colonias Penitenciarias Militarizadas.

Artículo 18.  Concesión de la nacionalidad española a los voluntarios integrantes de las 
Brigadas Internacionales.

1. Con el fin de hacer efectivo el derecho que reconoció el Real Decreto 39/1996, de 19 
de enero, a los voluntarios integrantes de las Brigadas Internacionales que participaron en la 
Guerra Civil de 1936 a 1939, no les será de aplicación la exigencia de renuncia a su anterior 
nacionalidad requerida en el artículo 23, letra b, del Código Civil, en lo que se refiere a la 
adquisición por carta de naturaleza de la nacionalidad española.

2. Mediante Real Decreto aprobado por el Consejo de Ministros, se determinarán los 
requisitos y el procedimiento a seguir para la adquisición de la nacionalidad española por 
parte de las personas mencionadas en el apartado anterior.

Artículo 19.  Reconocimiento a las asociaciones de víctimas.

Se reconoce la labor de las asociaciones, fundaciones y organizaciones que hayan 
destacado en la defensa de la dignidad de todas las víctimas de la violencia política a la que 
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se refiere esta Ley. El Gobierno podrá conceder, mediante Real Decreto, las distinciones que 
considere oportunas a las referidas entidades.

Artículo 20.  Creación del Centro Documental de la Memoria Histórica y Archivo General de 
la Guerra Civil.

1. De conformidad con lo previsto en la Ley 21/2005, de 17 de noviembre, se constituye 
el Centro Documental de la Memoria Histórica, con sede en la ciudad de Salamanca.

2. Son funciones del Centro Documental de la Memoria Histórica:

a) Mantener y desarrollar el Archivo General de la Guerra Civil Española creado por Real 
Decreto 426/1999, de 12 de marzo. A tal fin, y mediante el procedimiento que 
reglamentariamente se determine, se integrarán en este Archivo todos los documentos 
originales o copias fidedignas de los mismos referidos a la Guerra Civil de 1936-1939 y la 
represión política subsiguiente sitos en museos, bibliotecas o archivos de titularidad estatal, 
en los cuales, quedará una copia digitalizada de los mencionados documentos. Asimismo, la 
Administración General del Estado procederá a la recopilación de los testimonios orales 
relevantes vinculados al indicado período histórico para su remisión e integración en el 
Archivo General.

b) Recuperar, reunir, organizar y poner a disposición de los interesados los fondos 
documentales y las fuentes secundarias que puedan resultar de interés para el estudio de la 
Guerra Civil, la Dictadura franquista, la resistencia guerrillera contra ella, el exilio, el 
internamiento de españoles en campos de concentración durante la Segunda Guerra 
Mundial y la transición.

c) Fomentar la investigación histórica sobre la Guerra Civil, el franquismo, el exilio y la 
Transición, y contribuir a la difusión de sus resultados.

d) Impulsar la difusión de los fondos del Centro, y facilitar la participación activa de los 
usuarios y de sus organizaciones representativas.

e) Otorgar ayudas a los investigadores, mediante premios y becas, para que continúen 
desarrollando su labor académica y de investigación sobre la Guerra Civil y la Dictadura.

f) Reunir y poner a disposición de los interesados información y documentación sobre 
procesos similares habidos en otros países.

3. La estructura y funcionamiento del Centro Documental de la Memoria Histórica se 
establecerá mediante Real Decreto acordado en Consejo de Ministros.

Artículo 21.  Adquisición y protección de documentos sobre la Guerra Civil y la Dictadura.

1. La Administración General del Estado aprobará, con carácter anual y con la dotación 
que en cada caso se establezca en los Presupuestos Generales del Estado, un programa de 
convenios para la adquisición de documentos referidos a la Guerra Civil o a la represión 
política subsiguiente que obren en archivos públicos o privados, nacionales o extranjeros, ya 
sean en versión original o a través de cualquier instrumento que permita archivar, conocer o 
reproducir palabras, datos o cifras con fidelidad al original. Los mencionados fondos 
documentales se incorporarán al Archivo General de la Guerra Civil Española.

2. De conformidad con lo dispuesto en la Ley 16/1985, de 25 de junio, de Patrimonio 
Histórico Español, los documentos obrantes en archivos privados y públicos relativos a la 
Guerra Civil y la Dictadura se declaran constitutivos del Patrimonio Documental y 
Bibliográfico, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 22.

Artículo 22.  Derecho de acceso a los fondos de los archivos públicos y privados.

1. A los efectos de lo previsto en esta Ley, se garantiza el derecho de acceso a los 
fondos documentales depositados en los archivos públicos y la obtención de las copias que 
se soliciten.

2. Lo previsto en el apartado anterior será de aplicación, en sus propios términos, a los 
archivos privados sostenidos, total o parcialmente, con fondos públicos.

3. Los poderes públicos adoptarán las medidas necesarias para la protección, la 
integridad y catalogación de estos documentos, en particular en los casos de mayor 
deterioro o riesgo de degradación
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Disposición adicional primera.  Adecuación del Archivo General de la Guerra Civil 
Española.

Se autoriza al Gobierno a que lleve a cabo las acciones necesarias en orden a organizar 
y reestructurar el Archivo General de la Guerra Civil Española.

Disposición adicional segunda.  
Las previsiones contenidas en la presente Ley son compatibles con el ejercicio de las 

acciones y el acceso a los procedimientos judiciales ordinarios y extraordinarios establecidos 
en las leyes o en los tratados y convenios internacionales suscritos por España.

Disposición adicional tercera.  Marco institucional.

En el plazo de un año a partir de la entrada en vigor de esta Ley, el Gobierno establecerá 
el marco institucional que impulse las políticas públicas relativas a la conservación y fomento 
de la memoria democrática.

Disposición adicional cuarta.  Habilitación al Gobierno para el reconocimiento de 
indemnizaciones extraordinarias.

1. Se autoriza al Gobierno a que, en el plazo de 6 meses, mediante Real Decreto, 
determine el alcance, condiciones y procedimiento para la concesión de indemnizaciones 
extraordinarias en favor de quienes hubiesen sufrido lesiones incapacitantes por hechos y en 
las circunstancias y con las condiciones a que se refiere el apartado uno del artículo 10 de la 
presente Ley.

2. Procederá el reconocimiento de las indemnizaciones previstas en esta disposición 
siempre que por los mismos hechos no se haya recibido indemnización o compensación 
económica con cargo a alguno de los sistemas públicos de protección social.

3. Las indemnizaciones establecidas en esta disposición se abonarán directamente a los 
propios incapacitados y serán intransferibles.

Disposición adicional quinta.  
A los efectos de la aplicación de la Ley 37/1984, de 22 de octubre, el personal de la 

Marina Mercante que fue incorporado al Ejército Republicano desde el 18 de julio de 1936 se 
considerará incluido en el Decreto de 13 de marzo de 1937 que establecía la incorporación a 
la reserva naval, el Decreto de 12 de junio de 1937 que aplicaba el anterior fijando el ingreso 
y escalafonamiento en la citada reserva y la orden circular de 10 de octubre de 1937 que 
aprueba el reglamento del citado escalafonamiento en desarrollo de los anteriores. 
Procederá el abono de la pensión correspondiente siempre que, por el mismo supuesto, no 
se haya recibido compensación económica alguna, o, habiéndose recibido, sea de cuantía 
inferior a lo determinado en las mencionadas disposiciones.

Disposición adicional sexta.  
La fundación gestora del Valle de los Caídos incluirá entre sus objetivos honrar y 

rehabilitar la memoria de todas las personas fallecidas a consecuencia de la Guerra Civil de 
1936-1939 y de la represión política que la siguió con objeto de profundizar en el 
conocimiento de este período histórico y de los valores constitucionales. Asimismo, 
fomentará las aspiraciones de reconciliación y convivencia que hay en nuestra sociedad. 
Todo ello con plena sujeción a lo dispuesto en el artículo 16.

Disposición adicional sexta bis.  Procedimiento para el cumplimiento de lo dispuesto en el 
artículo 16.3 de esta Ley.

1. Corresponde al Gobierno garantizar el cumplimiento de lo establecido en el artículo 
16.3 de esta Ley, asegurando en todo caso unas condiciones adecuadas de dignidad y 
respeto. A tal efecto, se declara de urgente y excepcional interés público, así como de 
utilidad pública e interés social, la inmediata exhumación y el traslado de los restos mortales 
distintos de los mencionados en dicho artículo.
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2. La decisión de exhumación y traslado será adoptada por Acuerdo de Consejo de 
Ministros, tras la tramitación del procedimiento regulado en los apartados siguientes.

3. El procedimiento se iniciará de oficio por el Consejo de Ministros mediante acuerdo de 
incoación, que designará órgano instructor. Dicho acuerdo dará un plazo de quince días a 
los interesados a fin de que se personen en el procedimiento y aleguen lo que a sus 
derechos o intereses legítimos pudiese convenir. Los familiares podrán disponer en dicho 
plazo sobre el destino de los restos mortales indicando, en su caso, el lugar de 
reinhumación, debiendo aportar en ese plazo los documentos y autorizaciones necesarias. 
En caso de discrepancia entre los familiares, o si estos no manifestasen su voluntad en 
tiempo y forma, el Consejo de Ministros decidirá sobre el lugar de reinhumación, asegurando 
una digna sepultura. A estos efectos, queda legitimado para solicitar la asignación del 
correspondiente título de derecho funerario y para realizar el resto de actuaciones que 
procedan.

4. Transcurrido el plazo contemplado en el apartado anterior, el Consejo de Ministros 
ordenará la continuación del procedimiento. A tal efecto, ordenará al titular del Ministerio 
competente en materia de justicia que remita al Ayuntamiento, en su caso, el proyecto 
necesario para llevar a cabo la exhumación, para su tramitación con arreglo a lo previsto en 
la disposición adicional décima del texto refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación 
Urbana, aprobado por el Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre. Asimismo, le 
ordenará que solicite informe no vinculante al órgano de la Comunidad Autónoma 
competente en materia de sanidad mortuoria, que deberá ser emitido en el plazo máximo de 
un mes.

5. Concluidas las actuaciones previstas en los apartados anteriores, se dará traslado a 
los interesados antes de la resolución para que, en el plazo improrrogable de diez días, 
aleguen lo que estimen oportuno sobre las mismas.

6. Transcurrido dicho plazo, el Consejo de Ministros, mediante Acuerdo motivado, 
resolverá sobre si procede la exhumación y el traslado, con indicación, en su caso, del 
destino que haya de darse a los restos mortales afectados.

7. El plazo de caducidad del procedimiento contemplado en esta disposición adicional 
será de doce meses a contar desde el acuerdo de incoación.

Disposición adicional séptima.  Adquisición de la nacionalidad española.

1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar 
a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años 
desde la entrada en vigor de la presente Disposición adicional. Dicho plazo podrá ser 
prorrogado por acuerdo de Consejo de Ministros hasta el límite de un año.

2. Este derecho también se reconocerá a los nietos de quienes perdieron o tuvieron que 
renunciar a la nacionalidad española como consecuencia del exilio.

Disposición adicional octava.  Acceso a la consulta de los libros de actas de defunciones 
de los Registros Civiles.

El Gobierno, a través del Ministerio de Justicia, en cuanto sea preciso para dar 
cumplimiento a las previsiones de esta Ley, dictará las disposiciones necesarias para facilitar 
el acceso a la consulta de los libros de las actas de defunciones de los Registros Civiles 
dependientes de la Dirección General de los Registros y del Notariado.

Disposición derogatoria.  
En congruencia con lo establecido en el punto 3 de la Disposición Derogatoria de la 

Constitución, se declaran expresamente derogados el Bando de Guerra de 28 de julio de 
1936, de la Junta de Defensa Nacional aprobado por Decreto número 79, el Bando de 31 de 
agosto de 1936 y, especialmente, el Decreto del general Franco, número 55, de 1 de 
noviembre de 1936: las Leyes de Seguridad del Estado, de 12 de julio de 1940 y 29 de 
marzo de 1941, de reforma del Código penal de los delitos contra la seguridad del Estado; la 
Ley de 2 de marzo de 1943 de modificación del delito de Rebelión Militar; el Decreto-Ley de 
18 de abril de 1947, sobre Rebelión militar y bandidaje y terrorismo y las Leyes 42/1971 y 
44/1971 de reforma del Código de Justicia Militar; las Leyes de 9 de febrero de 1939 y la de 
19 de febrero de 1942 sobre responsabilidades políticas y la Ley de 1 de marzo de 1940 
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sobre represión de la masonería y el comunismo, la Ley de 30 de julio de 1959, de Orden 
Público y la Ley 15/1963, creadora del Tribunal de Orden Público.

Disposición final primera.  Habilitación para el desarrollo.

Se habilita al Gobierno y a sus miembros, en el ámbito de sus respectivas competencias, 
para dictar cuantas disposiciones sean necesarias para el desarrollo y aplicación de lo 
establecido en esta Ley.

Disposición final segunda.  Entrada en vigor.

La presente Ley entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Boletín Oficial 
del Estado, con excepción de la Disposición Adicional Séptima que lo hará al año de su 
publicación.

Por tanto,
Mando a todos los españoles, particulares y autoridades, que guarden y hagan guardar 

esta ley.

Madrid, 26 de diciembre de 2007.

JUAN CARLOS R.
El Presidente del Gobierno,

JOSÉ LUIS RODRÍGUEZ ZAPATERO

Este texto consolidado no tiene valor jurídico.
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NACIONES 
UNIDAS

v|  Dec l a rac ión  Un i ve r sa l  de  De re cho s  Humanos  | 

En las que quizá sean las palabras más sonoras 
y hermosas de cualquier acuerdo internacional, 
“todos los seres humanos nacen libres e igua-
les en dignidad y derechos”. Los compromisos 
contraídos por todos los Estados en la Declaración 
Universal de Derechos Humanos constituyen en 
sí mismos un gran logro, pues desacreditan la 
tiranía, la discriminación y el escarnio hacia los 
seres humanos que han marcado la historia de la 
humanidad. 

 La Declaración Universal promete a todas las 
personas unos derechos económicos, sociales, 
políticos, culturales y cívicos que sustenten una 
vida sin miseria y sin temor. No son una recom-
pensa por un buen comportamiento. No son 
específicos de un país concreto, ni exclusivos de 
una determinada era o grupo social.  Son los dere-
chos inalienables de todas las personas, en todo 

Introducción
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momento y en todo lugar: de personas de todos los 
colores, de todas las razas y etnias, discapacitados 
o no, ciudadanos o migrantes, sin importar su sexo, 
clase, casta, creencia religiosa, edad u orientación 
sexual.

 La adopción de la Declaración Universal no puso 
fin a los abusos contra los derechos humanos. Pero, 
desde entonces, innumerables personas han logrado 
una mayor libertad. Se han prevenido infracciones; 
se han conseguido independencia y autonomía. Se 
ha podido garantizar a muchas personas, aunque no 
a todas, la libertad ante la tortura, el encarcelamiento 
injustificado, la ejecución sumaria, la desaparición 
forzada, la persecución y la discriminación injusta, 
así como el acceso equitativo a la educación, las 
oportunidades económicas, unos recursos adecua-
dos y la atención sanitaria.  Han obtenido justicia 
por los delitos cometidos contra ellas y se han prote-

Introducción
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v i i|  Dec l a rac ión  Un i ve r sa l  de  De re cho s  Humanos  | 

gido sus derechos a nivel nacional e internacional, 
gracias a la sólida estructura del sistema jurídico 
internacional de los derechos humanos. 

 El poder de la Declaración Universal es el poder 
de las ideas para cambiar el mundo. Nos inspira 
para continuar trabajando y así garantizar que 
todas las personas puedan lograr la libertad, la 
igualdad y la dignidad. Un aspecto vital de esta 
tarea es empoderar a las personas para que exijan 
lo que debería estar garantizado: sus derechos 
humanos. Este folleto constituye una modesta 
pero significativa contribución a esa labor.

Introducción

Zeid Ra’ad Al Hussein
Alto Comisionado de las Naciones Unidas  

para los Derechos Humanos
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1|  Dec l a rac ión  Un i ve r sa l  de  De re cho s  Humanos  | 

Considerando que la libertad, la justicia y la paz 
en el mundo tienen por base el reconocimiento 
de la dignidad intrínseca y de los derechos  
iguales e inalienables de todos los miembros de 
la familia humana;

Considerando que el desconocimiento y el menos-
precio de los derechos humanos han originado 
actos de barbarie ultrajantes para la conciencia 
de la humanidad, y que se ha proclamado, como 
la aspiración más elevada del hombre, el adveni-
miento de un mundo en que los seres humanos, 
liberados del temor y de la miseria, disfruten de 
la libertad de palabra y de la libertad de creencias;

Considerando esencial que los derechos humanos 
sean protegidos por un régimen de Derecho, a fin 
de que el hombre no se vea compelido al supremo 
recurso de la rebelión contra la tiranía y la opresión;

Preámbulo
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Considerando también esencial promover el desa-
rrollo de relaciones amistosas entre las naciones;

Considerando que los pueblos de las Naciones 
Unidas han reafirmado en la Carta su fe en 
los  derechos fundamentales del hombre, en la 
dignidad y el valor de la persona humana y en la  
igualdad de derechos de hombres y mujeres, y se 
han declarado resueltos a promover el progreso 
social y a elevar el nivel de vida dentro de un 
concepto más amplio de la libertad;

Considerando que los Estados Miembros se han 
comprometido a asegurar, en cooperación con la 
Organización de las Naciones Unidas, el respeto 
universal y efectivo a los derechos y libertades 
fundamentales del hombre;
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3|  Dec l a rac ión  Un i ve r sa l  de  De re cho s  Humanos  | 

Considerando que una concepción común de estos 
derechos y libertades es de la mayor importancia 
para el pleno cumplimiento de dicho compromiso;

La Asamblea General
proclama la presente

Declaración Universal de Derechos Humanos

como ideal común por el que todos los pueblos y 
naciones deben esforzarse, a fin de que tanto los 
individuos como las instituciones, inspirándose 
constantemente en ella, promuevan, mediante 
la enseñanza y la educación, el respeto a estos 
derechos y libertades, y aseguren, por medidas 
progresivas de carácter nacional e internacional, 
su reconocimiento y aplicación universales y 
efectivos, tanto entre los pueblos de los Estados 
Miembros como entre los de los territorios coloca-
dos bajo su jurisdicción.

Declaración 
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Derechos Humanos
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|  Dec l a rac ión  Un i ve r sa l  de  De re cho s  Humanos  | 

Todos los seres humanos nacen libres e 
iguales en dignidad y derechos y, dota-
dos como están de razón y conciencia, 
deben comportarse fraternalmente los 
unos con los otros.
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|  Dec l a rac ión  Un i ve r sa l  de  De re cho s  Humanos  | 

02
1. Toda persona tiene todos los derechos 
y libertades proclamados en esta Decla-
ración, sin distinción alguna de raza, 
color, sexo, idioma, religión, opinión 
política o de cualquier otra índole, origen 
nacional o social, posición económica, 
nacimiento o cualquier otra condición. 
2. Además, no se hará distinción alguna 
fundada en la condición política, jurídica 
o internacional del país o territorio de 
cuya jurisdicción dependa una persona, 
tanto si se trata de un país independiente, 
como de un territorio bajo administra-
ción fiduciaria, no autónomo o sometido 
a cualquier otra limitación de soberanía.
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|  Dec l a rac ión  Un i ve r sa l  de  De re cho s  Humanos  | 

Todo individuo tiene derecho a la vida, a 
la libertad y a la seguridad de su persona.03
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|  Dec l a rac ión  Un i ve r sa l  de  De re cho s  Humanos  | 

Nadie estará sometido a esclavitud ni 
a servidumbre; la esclavitud y la trata 
de esclavos están prohibidas en todas 
sus formas.

04
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|  Dec l a rac ión  Un i ve r sa l  de  De re cho s  Humanos  | 

Nadie será sometido a torturas ni a 
penas o tratos crueles, inhumanos  
o degradantes.05
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|  Dec l a rac ión  Un i ve r sa l  de  De re cho s  Humanos  | 

Todo ser humano tiene derecho, en todas 
partes, al reconocimiento de su persona-
lidad jurídica.06
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|  Dec l a rac ión  Un i ve r sa l  de  De re cho s  Humanos  | 

Todos son iguales ante la ley y tienen, sin 
distinción, derecho a igual protección 
de la ley. Todos tienen derecho a igual 
protección contra toda discriminación 
que infrinja esta Declaración y contra 
toda provocación a tal discriminación.
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|  Dec l a rac ión  Un i ve r sa l  de  De re cho s  Humanos  | 

Toda persona tiene derecho a un 
recurso efectivo, ante los tribunales 
nacionales competentes, que la ampare 
contra actos que violen sus derechos 
fundamentales reconocidos por la cons-
titución o por la ley.

08
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|  Dec l a rac ión  Un i ve r sa l  de  De re cho s  Humanos  | 

Nadie podrá ser arbitrariamente deteni-
do, preso ni desterrado.



22

Artículo

NACIONES 
UNIDAS

|  Dec l a rac ión  Un i ve r sa l  de  De re cho s  Humanos  | 

Toda persona tiene derecho, en condicio-
nes de plena igualdad, a ser oída públi-
camente y con justicia por un tribunal 
independiente e imparcial, para la deter-
minación de sus derechos y obligaciones 
o para el examen de cualquier acusación 
contra ella en materia penal.
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|  Dec l a rac ión  Un i ve r sa l  de  De re cho s  Humanos  | 

1. Toda persona acusada de delito tiene 
derecho a que se presuma su inocencia 
mientras no se pruebe su culpabilidad, 
conforme a la ley y en juicio público en 
el que se le hayan asegurado todas las 
garantías necesarias para su defensa.
2. Nadie será condenado por actos u 
omisiones que en el momento de come-
terse no fueron delictivos según el Dere-
cho nacional o internacional. Tampoco 
se impondrá pena más grave que la 
aplicable en el momento de la comisión 
del delito.
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|  Dec l a rac ión  Un i ve r sa l  de  De re cho s  Humanos  | 

Nadie será objeto de injerencias arbi-
trarias en su vida privada, su familia, su 
domicilio o su correspondencia, ni de 
ataques a su honra o a su reputación. Toda 
persona tiene derecho a la protección de 
la ley contra tales injerencias o ataques.
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|  Dec l a rac ión  Un i ve r sa l  de  De re cho s  Humanos  | 

1. Toda persona tiene derecho a circular 
libremente y a elegir su residencia en el 
territorio de un Estado.
2. Toda persona tiene derecho a salir 
de cualquier país, incluso del propio, y a 
regresar a su país.
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1. En caso de persecución, toda persona 
tiene derecho a buscar asilo, y a disfru-
tar de él, en cualquier país.
2. Este derecho no podrá ser invocado 
contra una acción judicial realmente 
originada por delitos comunes o por 
actos opuestos a los propósitos y princi-
pios de las Naciones Unidas.
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1. Toda persona tiene derecho a una 
nacionalidad.
2. A nadie se privará arbitrariamente 
de su nacionalidad ni del derecho a 
cambiar de nacionalidad.
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1. Los hombres y las mujeres, a partir 
de la edad núbil, tienen derecho, sin 
restricción alguna por motivos de raza, 
nacionalidad o religión, a casarse y 
fundar una familia, y disfrutarán de 
iguales derechos en cuanto al matrimo-
nio, durante el matrimonio y en caso de 
disolución del matrimonio.
2. Sólo mediante libre y pleno consen-
timiento de los futuros esposos podrá 
contraerse el matrimonio.
3. La familia es el elemento natural 
y fundamental de la sociedad y tiene 
derecho a la protección de la sociedad 
y del Estado.
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1. Toda persona tiene derecho a la 
propiedad, individual y colectivamente.
2. Nadie será privado arbitrariamente de 
su propiedad.
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Toda persona tiene derecho a la libertad 
de pensamiento, de conciencia y de reli-
gión; este derecho incluye la libertad  
de cambiar de religión o de creencia,  
así como la libertad de manifestar su 
religión o su creencia, individual y 
colectivamente, tanto en público como 
en privado, por la enseñanza, la práctica, 
el culto y la observancia.
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Todo individuo tiene derecho a la 
libertad de opinión y de expresión; este 
derecho incluye el de no ser molestado a 
causa de sus opiniones, el de investigar 
y recibir informaciones y opiniones, y el 
de difundirlas, sin limitación de fronte-
ras, por cualquier medio de expresión.
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1. Toda persona tiene derecho a la liber-
tad de reunión y de asociación pacíficas.
2. Nadie podrá ser obligado a pertenecer 
a una asociación.
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1. Toda persona tiene derecho a parti-
cipar en el gobierno de su país, direc-
tamente o por medio de representantes 
libremente escogidos.
2. Toda persona tiene el derecho de 
acceso, en condiciones de igualdad, a 
las funciones públicas de su país.
3. La voluntad del pueblo es la base de 
la autoridad del poder público; esta  
voluntad se expresará mediante eleccio-
nes auténticas que habrán de celebrarse 
periódicamente, por sufragio universal 
e igual y por voto secreto u otro proce-
dimiento equivalente que garantice la 
libertad del voto.
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Toda persona, como miembro de la 
sociedad, tiene derecho a la seguridad 
social, y a obtener, mediante el esfuerzo 
nacional y la cooperación internacional, 
habida cuenta de la organización y los 
recursos de cada Estado, la satisfacción 
de los derechos económicos, sociales y 
culturales, indispensables a su dignidad 
y al libre desarrollo de su personalidad.
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1. Toda persona tiene derecho al trabajo, a 
la libre elección de su trabajo, a condicio-
nes equitativas y satisfactorias de trabajo 
y a la protección contra el desempleo.
2. Toda persona tiene derecho, sin discri-
minación alguna, a igual salario por 
trabajo igual.
3. Toda persona que trabaja tiene dere-
cho a una remuneración equitativa y 
satisfactoria que le asegure, así como a 
su familia, una existencia conforme a 
la dignidad humana y que será comple-
tada, en caso necesario, por cualesquiera 
otros medios de protección social.
4. Toda persona tiene derecho a fundar 
sindicatos y a sindicarse para la defensa 
de sus intereses.
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Toda persona tiene derecho al descanso, 
al disfrute del tiempo libre, a una limita-
ción razonable de la duración del trabajo 
y a vacaciones periódicas pagadas.
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1. Toda persona tiene derecho a un nivel 
de vida adecuado que le asegure, así 
como a su familia, la salud y el bienestar, 
y en especial la alimentación, el vestido, 
la vivienda, la asistencia médica y los 
servicios sociales necesarios; tiene 
asimismo derecho a los seguros en caso 
de desempleo, enfermedad, invalidez, 
viudez, vejez y otros casos de pérdida de 
sus medios de subsistencia por circuns-
tancias independientes de su voluntad.
2. La maternidad y la infancia tienen 
derecho a cuidados y asistencia especia-
les. Todos los niños, nacidos de matri-
monio o fuera de matrimonio, tienen 
derecho a igual protección social.
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1. Toda persona tiene derecho a la educa-
ción. La educación debe ser gratuita, al 
menos en lo concerniente a la instrucción 
elemental y fundamental. La instrucción 
elemental será obligatoria. La instruc-
ción técnica y profesional habrá de 
ser generalizada; el acceso a los estu-
dios superiores será igual para todos,  
en función de los méritos respectivos.
2. La educación tendrá por objeto el pleno 
desarrollo de la personalidad humana y 
el fortalecimiento del respeto a los dere-
chos humanos y a las libertades funda-
mentales; favorecerá la comprensión, la 
tolerancia y la amistad entre todas las 
naciones y todos los grupos étnicos o 
religiosos, y promoverá el desarrollo de 
las actividades de las Naciones Unidas 
para el mantenimiento de la paz.
3. Los padres tendrán derecho preferente 
a escoger el tipo de educación que habrá 
de darse a sus hijos.
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1. Toda persona tiene derecho a tomar 
parte libremente en la vida cultural de 
la comunidad, a gozar de las artes y a 
participar en el progreso científico y en 
los beneficios que de él resulten.
2. Toda persona tiene derecho a la 
protección de los intereses morales y 
materiales que le correspondan por 
razón de las producciones científicas, 
literarias o artísticas de que sea autora.
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Toda persona tiene derecho a que se 
establezca un orden social e internacio-
nal en el que los derechos y libertades 
proclamados en esta Declaración se 
hagan plenamente efectivos.
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1. Toda persona tiene deberes respecto 
a la comunidad, puesto que sólo en ella 
puede desarrollar libre y plenamente su 
personalidad.
2. En el ejercicio de sus derechos y en el 
disfrute de sus libertades, toda persona 
estará solamente sujeta a las limitacio-
nes establecidas por la ley con el único 
fin de asegurar el reconocimiento y el 
respeto de los derechos y libertades 
de los demás, y de satisfacer las justas 
exigencias de la moral, del orden público 
y del bienestar general en una sociedad 
democrática.
3. Estos derechos y libertades no podrán, 
en ningún caso, ser ejercidos en oposi-
ción a los propósitos y principios de las 
Naciones Unidas.
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Nada en esta Declaración podrá inter-
pretarse en el sentido de que confiere 
derecho alguno al Estado, a un grupo o a 
una persona, para emprender y desarro-
llar actividades o realizar actos tendien-
tes a la supresión de cualquiera de los 
derechos y libertades proclamados en 
esta Declaración.
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